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Introducción: la Agenda Local 21 como instrumento de revalorización local 



La Agenda 21 es un Plan de acción global o mundial para el desarrollo sostenible que fue aprobado por 173 gobiernos en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro en 1992. Fue inspirada por el Informe Brundtland (CMMAD, 1988), que busca la integración del medioambiente y el desarrollo junto con el deseo de compartir responsabilidades entre los países del norte y del sur. Como el propio documento manifiesta: «El Programa 21 aborda los problemas acuciantes de hoy y también trata de preparar al mundo para los desafíos del próximo siglo» (CNUMAD, 1992). En otras palabras, el discurso sobre el desarrollo sostenible de las Naciones Unidas instaurado en la Agenda 21, puede considerarse que promete, en última instancia, una mejora de la calidad de vida.

En este sentido, y tomando como objetivo central la calidad de vida, nos encontramos que la Agenda 21 está constituida por diversas áreas programáticas en las que se describen las bases para la acción, los objetivos, las actividades y los medios para implantarla. Lo cierto es que para un importante sector doctrinal el éxito de la Agenda 21 en el nivel global sólo puede conseguirse a través del éxito en la escala local, debido a la interrelación existente entre los procesos globales y las acciones locales. De hecho, la incidencia de la esfera local como nivel más apropiado de implantación de políticas en busca del desarrollo sostenible se ha manifestado en la guía elaborada por el Consejo de Municipios y Regiones de Europa (MORRIS, 1997), en la que además se subraya cómo en el marco de un proceso de A21L, las autoridades locales deben trabajar juntamente con todos los sectores de la comunidad local en la elaboración de unos planes de acción para la sostenibilidad en el nivel local.

En este contexto, la A21L se ha convertido en el instrumento que aspira a contener las actuaciones locales que intentan trasladar el concepto del desarrollo sostenible desde la retórica política a nivel global a la esfera operativa y real en la escala local. La A21L propugna un desarrollo sostenible descentralizado, pero concertado, en el que se requiere una respuesta proactiva desde el gobierno local, ya que son los pueblos y ciudades quienes mejor conocen cuáles son sus propios intereses medioambientales, sociales y económicos. Al mismo tiempo, esas políticas han de estar instauradas en un marco espacial más amplio y han de ser coherentes con el resto de las políticas de los niveles administrativos superiores. La Agenda 21 pretende llegar hasta el ciudadano y animarle a tomar parte en este proyecto, sabiendo que no se va a conseguir nada sin un cambio de actitud y conducta por su parte.

En definitiva, se trata de un proceso político que debe surgir del consenso entre los representantes políticos, técnicos municipales, agentes implicados y ciudadanos de los territorios afectados.

Centrándonos en el supuesto concreto español, en 1998 las Corporaciones Locales que habían suscrito la Carta de Aalborg eran aproximadamente 70. En 2007, más de 1.000. De hecho, en los últimos años se han iniciado numerosos y significativos procesos de Agenda Local 21, aun contando con el hecho cierto de que en España hay cerca de 5.000 municipios de menos de 1.000 habitantes, lo que a priori dificulta bastante la implantación de estrategias de sostenibilidad. Es aquí donde se pone de manifiesto el importante papel que están llevando a cabo las diputaciones y los Gobiernos autonómicos a la hora de promover su implantación: concediendo ayudas vía financiación de determinadas actuaciones a favor de un mayor desarrollo sostenible -pues uno de los principales problemas con los que se encuentra la implantación de la Agenda Local 21 es que su coste no siempre es asumible por todos los municipios-, otorgando apoyo técnico -por ejemplo, por medio de la creación de oficinas con personal específicamente dedicado a asesorar u orientar a las Corporaciones Locales-, o a través de soporte metodológico. De hecho, algunos Gobiernos autonómicos han llegado a elaborar sus propios planes o estrategias de desarrollo sostenible (EDS) como marco donde establecer las líneas prioritarias y objetivos en relación con el desarrollo sostenible en general y la Agenda Local 21 en particular.

Sin embargo, también existen importantes experiencias de cooperación entre municipios, a través de la creación de redes de ciudades sostenibles (si bien es cierto que muchas veces fuertemente impulsadas desde las Comunidades Autónomas). Este es el caso de la Red Andaluza de Ciudades Sostenibles o la Red Local de Sostenibilidad en la Comunidad Autónoma de Cantabria. Los fines que persiguen estas redes se fundamentan, habitualmente, en el intercambio de experiencias, la difusión de información relevante para los ayuntamientos o la promoción de proyectos conjuntos, permitiendo además acceder a una financiación exterior (sobre todo, fondos europeos) de un modo que, individualmente, no sería posible. Asimismo, no se puede obviar la importancia del papel de las Federaciones de Municipios y Provincias, sobre todo a la hora de poner en contacto a los diferentes Ayuntamientos y sus diferentes experiencias.

En todo caso hay que tener siempre presente que los procesos de implantación de la Agenda Local 21 deben partir de las especificidades propias de cada Municipio. Es por ello que se propone como una de las partes de este Libro, la plasmación en el mismo de distintas experiencias de implantación de dicha agenda por parte de algunos municipios españoles.

Algunas de las razones que nos llevan a plantearnos la oportunidad de un libro sobre la Agenda Local 21 son:

1.º El elevado número de agentes involucrados, como es el caso de todas las administraciones públicas, cuya participación en la implantación de la misma se hace del todo punto necesaria. No se puede olvidar la perspectiva de la agenda local 21 como un instrumento con incidencia supramunicipal, y con más que probable incidencia en la ordenación territorial;

2.º La posibilidad que ofrece a las Corporaciones Locales de asociarse para, de este modo, implantarla de forma mancomunada, a través de la creación de redes de municipios comprometidos con el desarrollo sostenible;

3.º Volviendo a lo señalado en el apartado 1.º, la inevitable e ineludible integración -para su eficaz consecución- de la sociedad civil, tanto de los ciudadanos como de las organizaciones no gubernamentales, y el papel que la educación ambiental puede ofrecer en este ámbito;

4.º Y, por último, las posibles dificultades o problemas de financiación que pueden surgir -precisamente en un momento de crisis como el presente- para llevar a cabo la consecución de los fines de la Agenda Local 21.

Todo ello nos lleva a plantearnos la necesidad de publicar un libro en el que, además de exponer las cuestiones puramente teóricas, se incluya una parte en la que diversos municipios expongan cómo han implantando en sus territorios este instrumento, de modo que ambas partes del libro puedan servir de orientación o guía para aquellas Corporaciones Locales que estén en pleno proceso de implantación de la Agenda Local 21 o se lo estén planteando.

Finalmente, también nos parece adecuado -para cumplir con la finalidad orientadora que pretende tener este libro- incluir una tercera parte en la que se estudien y analicen algunos instrumentos de aparición relativamente reciente y que pueden ayudar sin ninguna duda a alcanzar los objetivos perseguidos a través de la implantación de la Agenda Local 21. Es el caso de las TIC, y de la UNE 66182. En relación con las primeras, en la Estrategia Española de Sostenibilidad Urbana y Local (EESUL) una de las medidas que se recogen para reducir la contaminación atmosférica de las ciudades es «el impulso de la flexibilidad laboral y el teletrabajo; la generalización de las nuevas tecnologías para tramitación administrativa, teleasistencia, etc.», así como el fomento de «todos los procesos y actividades que pueden realizarse mediante las nuevas tecnologías de la información y la comunicación: teletrabajo, administración electrónica, teleasistencia». En cuanto a la UNE 66182, en 2006, impulsado por la FEMP se constituyó en AENOR un Grupo de trabajo para confeccionar una NORMA UNE basada en el Documento IWA 4 «Sistemas de gestión de calidad. Directrices para la aplicación de la Norma ISO 9001:2000 en el gobierno municipal».
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1.  EL CONCEPTO DE DESARROLLO SOSTENIBLE EN EL DERECHO INTERNACIONAL. DE LA CUMBRE DE RÍO A RÍO+20

1.1.  El surgimiento de la noción de desarrollo sostenible y su expansión por la Cumbre de la Tierra de 1992

1. En el marco de una creciente preocupación por el medio ambiente, la ONU celebró en la ciudad de Estocolmo en 1972 la Conferencia Mundial sobre el Medio Humano. El resultado de la Conferencia fue la denominada Declaración de Principios para la Preservación y Mejora del Medio Humano, de carácter programático y no vinculante, donde se afirma por vez primera el derecho fundamental de toda persona a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio ambiente de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar. Y tal derecho impone, simultáneamente, la obligación de proteger y mejorar el medio ambiente para las generaciones presentes y futuras (principio 1.º). Se demanda que la preservación de los recursos naturales se instrumente a través de la correspondiente planificación de los mismos (principio 2.º). Se vincula el desarrollo económico y social a la preservación del medio ambiente y la mejora de la calidad de vida (principio 8.º), para lo que se exige que los Estados adopten un enfoque integrado y coordinado de la planificación de su desarrollo, de modo que quede asegurada la compatibilidad del desarrollo con la necesidad de proteger y mejorar el medio ambiente humano en beneficio de su población (principio 13.º). Aquí se encuentra el germen del concepto de desarrollo sostenible.

En la Conferencia de Estocolmo también se acordó la creación del Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), con la finalidad de promover, orientar e implementar los programas de cooperación internacional en materia medioambiental desarrollados por la ONU.

2. En el marco del PNUMA, se designó en 1983 una Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo de la ONU (CMMAD) para que informara sobre «el medio ambiente y la problemática mundial hasta el año 2000 y más adelante». Después de tres años de audiencias públicas, la CMMAD presentó el Informe «Nuestro Futuro Común»  (1) . Tras reconocer que la protección ambiental había dejado de ser una tarea nacional o regional para convertirse en un problema global, el Informe rechaza que el desarrollo social y económico y el medio ambiente puedan ser cuestiones u objetivos separadas. El desarrollo no es un problema exclusivo de los países «pobres», sino también de los países industrializados. La degradación ambiental es consecuencia tanto de la pobreza como de la industrialización, por lo que todas las sociedades deben lograr un desarrollo sostenible (sustainable development), definido como aquel que satisface las necesidades del presente sin comprometer las necesidades de las futuras generaciones. Se pretende lograr un modelo de desarrollo que integre las vertientes social, económica y medioambiental, abordadas desde un enfoque políticamente equilibrado. Sobre la base del Informe, la Resolución 44/228 de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 22 de diciembre de 1989, acordó la celebración de una Conferencia que tomase como base la aceptación de la necesidad de enfocar de forma equilibrada e integral las cuestiones relativas al medio ambiente y al desarrollo.

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD) de Río de Janeiro de 1992 (Cumbre de Río o de la Tierra), aprobó diversos instrumentos jurídicos de carácter evolutivo  (2) , que configuran un marco jurídico general que ha de ser desarrollado y aplicado de forma progresiva. El cuerpo central lo constituye la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (de carácter no vinculante), integrada por 27 principios, que recoge expresamente el concepto de desarrollo sostenible (principios 3 y 4) al reconocer que el derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y a las necesidades ambientales de las generaciones presentes y futuras, sin que puedan configurarse de forma aislada el desarrollo y la protección del medio ambiente. La Declaración configura al desarrollo sostenible como el principio básico que debe guiar a todas las políticas, normas y actuaciones en materia de medio ambiente. La base del desarrollo sostenible se vincula con la participación e información de los ciudadanos en los asuntos medio ambientales (principio 10), así como con la implantación del principio de precaución (principio 15), que exige que la falta de certeza absoluta sobre la potencialidad de los daños al medio ambiente no suponga la autorización de las actividades dañinas, y el principio de quien contamina paga (principio 16). Igualmente se vincula con el desarrollo sostenible la exigencia de verificar una evaluación ambiental respecto de cualquier actividad que pueda tener un impacto negativo probable sobre el medio ambiente (principio 17). Se afirma igualmente el principio de responsabilidad común, pero diferenciada en la protección del medio ambiente (principio 7) de los diferentes Estados, lo que permitirá introducir estándares o plazos diferenciados entre los diferentes países.

1.2.  El Programa Global para el Desarrollo Sostenible en el siglo XXI -Agenda 21-

3. La Conferencia de Río aprobó igualmente el Programa Global para el Desarrollo Sostenible en el siglo XXI, más conocido como Agenda 21. Tal instrumento de carácter no vinculante se configura como un programa de acción dirigido a promover la adopción por parte de los poderes públicos de programas o políticas de desarrollo social, económico y ambiental para la consecución del desarrollo sostenible. El objetivo perseguido es abandonar el modelo de crecimiento económico insostenible en favor de actividades que protejan y renueven los recursos ambientales de los que depende el crecimiento y el desarrollo. Los ámbitos de acción de la Agenda 21 son, fundamentalmente, la protección de la atmósfera, la lucha contra la deforestación, la destrucción del suelo y la desertificación; la prevención de la contaminación del aire y el agua; el fin de la reducción de las poblaciones de peces; y la promoción de la gestión segura de los desechos tóxicos.

4. Lo relevante es que la Agenda 21 en su Capítulo 28, Identifica expresamente a las autoridades locales como el nivel administrativo más próximo a los ciudadanos, por lo que potencialmente resulta el nivel administrativo más eficiente para materializar el desarrollo sostenible. La mejora ambiental, incluso de los problemas globales, sólo puede alcanzarse actuando desde los ámbitos locales, en los que la cercanía de la Administraciones con los ciudadanos y el sentimiento de comunidad facilitan la consecución de dichas modificaciones de comportamiento. De forma sintética se afirma que hay que «pensar globalmente, actuar localmente». Desde esta perspectiva, la Agenda 21 demanda la adopción de planes de actuación que, previa identificación de los problemas medioambientales (ecoauditoría) de cada entidad local, y sobre la base de un modelo de cooperación entre el poder público local y los agentes sociales y económicos, diseñe estrategias de actuación a nivel local. Esta Agenda 21 Local debe ser el instrumento común de los Ayuntamientos para establecer una planificación estratégica dirigida a lograr el desarrollo sostenible de la ciudad y del entorno en el que se inserta.

5. Con el fin de conseguir el pleno apoyo a la ejecución del Programa 21 en todo el mundo, en 1992 la Asamblea General estableció la Comisión sobre el Desarrollo Sostenible (CDS). Esta Comisión se encarga de: (i) supervisar la ejecución del Programa 21 y otros acuerdos derivados de la Cumbre de la Tierra, como el documento final de la Cumbre sobre el Desarrollo Sostenible celebrada en 2002, así como de informar al respecto; (ii) promover un diálogo activo y constante con los gobiernos, la sociedad civil y otras organizaciones internacionales para crear alianzas que permitan resolver las principales cuestiones relacionadas con el desarrollo sostenible; (iii) ayudar a coordinar las actividades ambientales y de desarrollo dentro de las Naciones Unidas.

1.3.  La Conferencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo Sostenible Río+20 de 2012

6. La Asamblea General de las Naciones Unidas acordó la celebración de una nueva conferencia mundial sobre desarrollo sostenible 10 años después de la Conferencia de Río con el objetivo de impulsar la consecución de los objetivos allí fijados. La Cumbre se celebró del 26 de agosto al 2 de septiembre de 2002 en Johannesburgo (Río+10), y reconoció el fracaso relativo en la consecución de los objetivos de la Conferencia de Río, dado que desde su celebración el medio ambiente mundial no había dejado de degradarse, si bien no propone ningún plan de actuación concreto, salvo una genérica declaración de compromiso con el desarrollo sostenible. La Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible propone actuar sobre el agua y el saneamiento, la energía, la salud, la agricultura y la biodiversidad. El enfoque adoptado demanda que la protección del medio ambiente no deje de lado la lucha contra la pobreza  (3) .

7. La reciente conferencia, celebrada nuevamente en Río de Janeiro, entre el 20 y el 22 de julio de 2012, Río+20, ante la actual situación del medio ambiente, donde la utilización sostenible de los recursos naturales y energéticos ha empeorado sustancialmente  (4) , y la disminución de la sensibilidad mundial sobre el medio ambiente como consecuencia de la crisis económica global, ha sido sentida como un nuevo fracaso o una nueva oportunidad perdida. La Declaración «El futuro que queremos» ciertamente renueva el compromiso en pro del desarrollo sostenible y de la promoción de un futuro económico, social y ambientalmente sostenible para nuestro planeta y para las generaciones presentes y futuras. Pero la actual situación de pobreza y exclusión social de una parte importante de la humanidad, conjugada con la profunda crisis económica global acaecida desde 2007, lleva a la Declaración a poner el foco en su erradicación a través de la promoción de un crecimiento sostenido, inclusivo y equitativo, que cree mayores oportunidades para todos, reduzca las desigualdades, mejore los niveles de vida básicos, fomente el desarrollo social equitativo y la inclusión, a la par que se debe promover una ordenación integrada y sostenible de los recursos naturales y los ecosistemas, y facilite al mismo tiempo la conservación, la regeneración, el restablecimiento y la resiliencia de los ecosistemas frente a los problemas nuevos y emergentes. Esto es, el acento del crecimiento se pone en la creación de empleo, lo que puede suponer que el carácter sostenible de tal crecimiento quede en un segundo plano.

2.  LA ASUNCIÓN DEL CONCEPTO DE DESARROLLO SOSTENIBLE POR LA UNIÓN EUROPEA

2.1.  La asunción de competencias sobre medio ambiente por la CEE y los Programas de Acción en Materia de Medio Ambiente

8. En los Tratados fundacionales CECA (1951), EURATOM y CEE (1958), por su objeto sectorial, en el caso de los dos primeros, y el marcado carácter mercantilista del último, no se preveía una política común para la protección del medio ambiente. No obstante, esta falta de reconocimiento expreso como competencia comunitaria en el articulado del Tratado de Roma no impidió la actuación de las autoridades comunitarias. La cobertura formal a la actividad de la Comunidad en materia de Medio Ambiente tuvo que forzar la interpretación del contenido de los Tratados, apoyándose en el artículo 100 (aproximación de las legislaciones estatales) y, muy especialmente, en la cláusula residual de atribución de competencias del artículo 235 del Tratado.

Tras la celebración de la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Humano (Estocolmo, junio de 1972), en la que por primera vez se analiza el evidente deterioro que venía padeciendo el medio ambiente a escala mundial, la Conferencia de Jefes de Estado y de Gobierno de la CEE de París, de julio de 1972, reconoció que, en el contexto del crecimiento económico y la mejora de la calidad de vida, debía prestarse una especial atención al medio ambiente. Para ello se instaba a las instituciones comunitarias a proponer un programa en el que se especificasen actuaciones positivas en favor del medio ambiente. La posterior Conferencia de Ministros responsables de las cuestiones del medio ambiente, celebrada en Bonn el 31 de octubre de 1972, determinó el marco general de la política comunitaria en esta materia a través de una doble vía: a) la aprobación de Programas de Acción en los que se concretasen para períodos determinados los pasos a dar, mediante acciones concretas, en aplicación del marco de política medioambiental  (5) , y b) la adopción de una abundante normativa que vinculase la actuación de los Estados miembros a los principios de dicha política comunitaria. Los Programas de Acción Materia de medio ambiente que se han sucedido hasta el Acta Única Europea han sido tres: PACMA I (1973-1976), aprobado el 22 de noviembre de 1973 (DOCE núm. C 112/1, de 20-11-1973)  (6) ; PACMA II (1977-1983), aprobado el 17 de mayo de 1977 (DOCE núm. C 139/46, de 13-6-1977)  (7) ; y PACMA III (1982-1986), aprobado el 7 de febrero de 1983 (DOCE núm. C 46/1, de 17-2-1983)  (8) . En este Tercer Programa se introduce un nuevo enfoque, ya que se propugna por vez primera la integración de la política ambiental en los demás sectores de la Comunidad Económica Europea.

2.2.  La proyección horizontal del medio ambiente en las políticas sectoriales comunitarias

9. A partir de la aprobación del Acta Única Europea (AUE) de 1987, se consagra la política ambiental europea  (9) . El AUE modifica el Tratado CEE e incorpora por vez primera un título entero (el Título VII) dedicado al medio ambiente, y fija en el artículo 130-R, apartado primero, tres principios para la acción de la Comunidad con respecto al medio ambiente: la conservación, la protección y mejora de la calidad del medio ambiente y la salud de las personas, garantizando la utilización racional de los recursos naturales. Además en el propio art. 130-R establece que «las exigencias de protección del Medio Ambiente serán una componente de las demás políticas comunitarias». Con esta reforma se atribuye a la Comunidad competencia para disponer de una política ambiental propia, más allá del estricto objetivo del mercado único. En este marco nace el IV PACMA (1987-1992), aprobado el 19 de octubre de 1987 (DOCE núm. C 328/1, de 7 de diciembre). Su objetivo final era lograr que la política ambiental pasara a constituir un componente esencial del resto de las políticas comunitarias, concretamente de las políticas agraria, industrial, energética y regional, además de incorporar la necesidad de establecer normas de calidad más estrictas y favorecer una política de información y educación ambiental comunitaria, junto a la investigación en los sectores relacionados con el medio ambiente. En lo que respecta a la protección de la naturaleza, entre los objetivos prioritarios de este IV Programa -al igual que en los tres anteriores programas- se encuentra la mejora en la gestión de los recursos naturales con el objeto de salvaguardar el patrimonio natural europeo.

2.3.  La incorporación expresa del concepto de desarrollo sostenible

10. La entrada en vigor del Tratado de la Unión Europea (TUE), firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992, supuso un nuevo impulso al título competencial de la Comunidad para elaborar la política de Medio Ambiente, al recogerla expresamente en su artículo 3K) entre las políticas propias de la Comunidad  (10) , y desarrollarla (tanto en lo que respecta a su contenido como principios) en el nuevo Título XVI, dedicado al Medio Ambiente. El TUE incluye formalmente ya el concepto de «desarrollo sostenible» en la normativa comunitaria como uno de sus objetivos. Concretamente el artículo 2 determina que «la Comunidad tendrá por misión promover (...) un desarrollo armonioso y equilibrado de las actividades económicas en el conjunto de la Comunidad y un crecimiento sostenible y no inflacionista que respete el Medio Ambiente». De tal forma, la actuación comunitaria en materia de medio ambiente se refuerza considerablemente al incluirse el desarrollo sostenible no solo entre los principios de la acción de la Comunidad como hacía el artículo 130-R introducido por el AUE, sino también como objetivo de la actuación de la Comunidad. Del mismo modo, el TUE profundizó en el artículo 130-R, y estableció que «las exigencias de la protección del medio ambiente deben integrarse en la definición y realización de las otras políticas de la Comunidad» (artículo 130-R, apartado 2) (11) . Así, el TUE consolidó considerablemente el compromiso de que el desarrollo futuro de la Unión Europea debe basarse en el principio de desarrollo sostenido y un elevado nivel de protección del medio ambiente. El medio ambiente debe estar integrado en la definición y ejecución de todas las demás políticas económicas y sociales de la Unión Europea, incluida la agricultura y el turismo  (12) . Al mismo tiempo el Tratado deja un amplio margen de actuación a los Estados y permite que éstos apliquen medidas de protección más estrictas que las comunitarias  (13) .

Esta nueva concepción se plasma en el «V Programa comunitario de política y actuación en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible» (1993-2000)  (14) , aprobado por Resolución del Consejo de 1 de febrero de 1993 (DOCE, núm. C 138/1, de 17 de mayo de 1993), cuyo objetivo prioritario es transformar el modelo de crecimiento de la Comunidad, a fin de fomentar el desarrollo sostenible  (15) . El V PACMA define el «desarrollo sostenible en términos muy parecidos al informe Brundtland al determinar que el mismo requiere satisfacer las necesidades del presente sin poner en peligro la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades». El Programa se presenta como un punto de partida para la aplicación de la Agenda 21 y sigue buscando soluciones a los problemas medioambientales al mismo tiempo que persigue el establecimiento de nuevas relaciones entre los agentes que intervienen en el sector del medio ambiente. En este sentido se propugna la adopción de un nuevo enfoque en materia de política ambiental comunitaria, basado en los siguientes principios: 1) Adopción de un enfoque global y constructivo, dirigido a los distintos agentes y actividades relacionados con los recursos nacionales o que afectan al medio ambiente; 2) Voluntad de invertir las tendencias y prácticas que perjudican al medio de las generaciones actual y futuras; 3) Favorecer los cambios de comportamiento social, mediante un compromiso entre todos los interesados (autoridades públicas, ciudadanos, consumidores, empresas, etc.); 4) Establecimiento de un reparto de responsabilidades, y 5) Utilización de nuevos instrumentos medioambientales.

Para su consecución el V Programa traza un nuevo camino a través del cual adquiere carácter prioritario la integración de las exigencias ambientales en la definición y realización de otras políticas comunitarias con el único objetivo del desarrollo sostenible: «(...) La aplicación de una estrategia encaminada a la consecución de un desarrollo sostenible va a obligar a modificar considerablemente todas las principales políticas en las que está involucrada la Comunidad. Las exigencias de la protección del medio ambiente deberán integrarse en la definición y en la realización de las demás políticas de la Comunidad, no sólo debido al medio ambiente sino también para mantener la eficacia de esas otras políticas (...)». Si bien los Programas de Acción comunitarios anteriores se basaban en un enfoque vertical y sectorial de los problemas ambientales, y tenían en cuenta el medio ambiente en la formulación de otras políticas, el V Programa marca el inicio de acción comunitaria horizontal de la Protección del Medio Ambiente, es decir, transversal a las políticas sectoriales, especialmente en aquellas que tienen mayor incidencia sobre el Medio Ambiente. El origen de este nuevo enfoque debe vincularse directamente con la «Cumbre de la Tierra» de Río de 1992 y del desarrollo de la Agenda 21.

11. El Tratado de Ámsterdam, firmado el 2 de octubre de 1997, supuso un importante y decisivo salto cualitativo en lo que se refiere a la dimensión de las consideraciones medioambientales, tanto como política propia de la Comunidad, como en su faceta de objetivo de la Unión. Así, en el Preámbulo del Tratado, párrafo 8.º, y en su artículo 2 (antiguo artículo B) la protección del medio ambiente y la consecución de un desarrollo sostenible pasan al primer plano de la escena política al ser considerados como uno de los objetivos esenciales de la Unión Europea. Mientras que el Tratado de Maastricht hablaba de «promover un progreso económico y social equilibrado y sostenible», en el Tratado de Ámsterdam dicha expresión fue sustituida por otra más contundente al determinar el artículo 2 que la Unión Europea tendrá entre sus objetivos «conseguir un desarrollo equilibrado y sostenible». Además en el mismo artículo 2 se añade que la Comunidad tendrá por misión «promover (...) un desarrollo armonioso y sostenible de las actividades económicas en el conjunto de la Comunidad, (...) un alto nivel de protección y de mejora de la calidad del Medio Ambiente (...)», lo que viene a confirmar no sólo la importancia que se atribuye a la política medioambiental sino también el carácter de política ambiciosa que pretende conseguir el máximo nivel de protección posible, en lugar de limitarse a una política de mínimos como ocurre con otras políticas de competencia compartida  (16) .

Además, en el Tratado de Ámsterdam se introduce un nuevo artículo 6 que retoma el concepto fundamental del antiguo artículo 130-R y que establece que «las exigencias de protección del Medio Ambiente deberán integrarse en la definición y en la realización de las políticas y acciones de la Comunidad a que se refiere el artículo 3, en particular con objeto de fomentar un desarrollo sostenible». Este artículo confirma la superación de la dimensión meramente sectorial del Medio Ambiente para convertirse en un objetivo vertebrador de la Unión Europea. El TUE mantiene su título XIX, dedicado al Medio Ambiente: «En los cuarenta años que separan al Tratado de Roma del de Ámsterdam, la Unión Europea ha pasado de no tomar en consideración el medio ambiente a exigir su integración en todas las políticas de la Unión Europea».

En este nuevo marco se aprueba el VI PACMA (2001-2010), aprobado por Decisión (CE) 1600/2002 del Parlamento y el Consejo, de 22 de julio (DOCE L 242, de 10 de septiembre), que intensifica las acciones en orden a la integración de las cuestiones en materia de medio ambiente en todas las políticas y actividades comunitarias, en coherencia con el artículo 6 del Tratado  (17) . Este VI Programa constituye el pilar «medio ambiente» de la Estrategia para el Desarrollo Sostenible de la Unión Europea (aprobada en el Consejo de Gotemburgo, en la cumbre celebrada los días 15 y 16 de junio de 2001), que constituye un instrumento de conjunto para integrar la sostenibilidad económica, social y medioambiental. La Estrategia de la UE para el Desarrollo Sostenible se basa en el principio de la necesidad de estudiar las repercusiones económicas, sociales y ambientales de todas las políticas de forma coordinada y tenerlas en cuenta a la hora de tomar decisiones. Con este fin de mejorar la coordinación política a escala de los Estados miembros, el Consejo Europeo invita a los Estados Miembros a que elaboren sus propias estrategias nacionales de desarrollo sostenible y subraya la importancia de una amplia consulta con todos los interesados e invita a los Estados miembros a que establezcan las oportunas consultas nacionales.

2.4.  El desarrollo sostenible como elemento del derecho fundamental a un medio ambiente adecuado y como objetivo de la Unión Europea. La Estrategia temática para el Medio Ambiente Urbano

12. En la actualidad, el ordenamiento de la Unión Europea fija, como uno de sus objetivos básicos, lograr un desarrollo sostenible de la Unión Europea, el cual estará basado, entre otros extremos, en un nivel elevado de protección y mejora de la calidad del medio ambiente, entendido ello en un sentido dinámico marcado por el avance de los conocimientos científicos en cada momento histórico concreto. El criterio, desde diferentes enfoques, se reitera en los artículos 3.3 y 21.2.f) TUE, y 11, 114.3, 191 TFUE. Ahora bien, en el actual marco normativo, el desarrollo sostenible no es ya sólo un principio que rige las actuaciones de los órganos de la Unión Europea o de los Estados miembros, sino que aparece configurado como un derecho fundamental reconocido a los ciudadanos por el artículo 37 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (18) .

13. En la medida en que la competencia sobre medio ambiente se articula como una competencia compartida, artículo 4.2.e) TFUE, el vehículo normativo a través del que se plasma la actuación de la Unión es, preferentemente, la Directiva, que requiere su transposición al derecho interno de cada Estado, sin perjuicio de que éstos puedan adoptar normativas que logren una mayor protección medioambiental  (19) . En el marco de la competencia compartida entre la Unión y sus Estados miembros en materia de medio ambiente  (20) , cuando un elemento necesario para implementar una Directiva adoptada sobre la base del artículo 192 TFUE no se ha definido en el marco de ésta, es competencia de esos Estados miembros definirlo, teniendo reconocido para ello un amplio margen de apreciación, dentro del respeto de las reglas del Tratado  (21) . Dado ese carácter eminentemente técnico y científico, esencialmente cambiante ante los avances que la ciencia proporciona, el Tribunal de la Unión Europea reconoce que el legislador europeo dispone de una amplia facultad de apreciación sobre la realidad fáctica y sobre la determinación de la naturaleza y alcance de las medidas que adopte para la consecución de los objetivos de protección perseguidos. Consecuentemente, el control del juez comunitario sobre el ejercicio de la competencia por parte de la Comisión y el Parlamento debe limitarse a examinar si, al ejercer dicha facultad de apreciación, el legislador europeo incurre en error manifiesto o desviación de poder o, también, si éste rebasó manifiestamente los límites de su facultad de apreciación, para lo cual las instituciones comunitarias de las que emane el acto controvertido deben justificar ante el Tribunal de Justicia que el acto fue adoptado mediante un ejercicio efectivo de su facultad de apreciación, lo que implica que ha tomado en consideración de todos los datos y circunstancias pertinentes de la situación que se haya pretendido regular mediante el acto en cuestión. Acreditado tales extremos a través de la motivación (22) , el juez comunitario no puede sustituir la apreciación de los hechos de carácter científico y técnico efectuada por el legislador europeo por la suya propia  (23) . Y en esa labor de interpretación del Derecho europeo en materia de medio ambiente, el criterio hermenéutico primordial que preside la actuación del Tribunal de Justicia es lograr en todo caso un nivel elevado de protección del medio ambiente, lo que conduce a un claro activismo judicial y a una interpretación expansiva de los conceptos de Derecho comunitario.

14. Desde estos planteamientos, las iniciativas de la Unión Europea se condensan, en el ámbito de la ordenación territorial y la planificación urbana, en la Comunicación de la Comisión Europea sobre «Estrategia temática para el Medio Ambiente Urbano» de 11 de enero de 2006, donde se incide en la idea basal de que «... Los planes de gestión urbana integrada deberán incorporar medidas para limitar el riesgo medioambiental que permitan a las zonas urbanas afrontar mejor ese cambio. Los ámbitos prioritarios en los que han de intervenir las autoridades locales para reducir los gases de efecto invernadero son el transporte y la construcción. Una mayor implantación de planes de transporte urbano sostenible, que incluyan medidas específicas para promover el uso de vehículos de bajo índice de emisiones de CO2 y de bajo consumo energético, contribuirá a reducir las emisiones de gases de efecto invernadero a nivel local. La construcción sostenible mejora el rendimiento energético coadyuvando a la reducción de las emisiones de CO2... La planificación urbana sostenible (utilización adecuada del suelo) contribuirá a reducir la expansión incontrolada y la pérdida de hábitats naturales y de la diversidad biológica. La gestión integrada del medio urbano deberá propiciar políticas de utilización del suelo sostenibles que eviten el crecimiento urbano desordenado y reduzcan el sellado del suelo, así como prever la promoción de la biodiversidad urbana y despertar la sensibilidad del ciudadano. La estrategia temática para la protección del suelo, en curso de elaboración, tratará con probabilidad la rehabilitación y reutilización de las zonas industriales abandonadas, así como la planificación del ahorro de espacio con el fin de aminorar el sellado de suelos y asegurar un uso racional... Una mejor gestión urbana puede limitar las repercusiones del uso diario de recursos como la energía y el agua. Poner freno al crecimiento desordenado de las ciudades a través de pautas de asentamiento de alta densidad y utilización mixta presenta ventajas en cuanto a usos del suelo, transporte o calefacción y disminuye la utilización de recursos per cápita...». Dando un paso más, el Libro Verde sobre la Cohesión Territorial (Convertir la diversidad territorial en punto fuerte), recogido en la Comunicación de la Comisión de 6 de octubre de 2008, fija como objetivo final del desarrollo sostenible la cohesión social, en la medida en que ésta «tiende puentes entre la eficacia económica, la cohesión social y el equilibrio ecológico, situando el desarrollo sostenible en el centro de la formulación de las políticas».

3.  EL DESARROLLO SOSTENIBLE EN EL ORDENAMIENTO ESPAÑOL

3.1.  La concreción del derecho a un medio ambiente adecuado en el concepto de desarrollo sostenible. De directriz política a norma jurídica vinculante

15. La Constitución española de 1978 establece como derecho fundamental, artículo 45, el derecho de todos a disfrutar de un medio ambiente adecuado, imponiendo a los poderes públicos la obligación de velar por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva  (24) .

Ciertamente existe el consenso generalizado de que en tal formulación se encuentra comprendido, sin lugar a dudas, la afirmación del desarrollo sostenible. Pero este no es ya simplemente una directriz política, sino también hoy un principio jurídico positivizado  (25) , que modula la actuación de los poderes públicos. Así, puede destacarse el artículo 5.1.c) de la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de Protección del Medio Marino, que precisa que el principio de desarrollo sostenible debe inspirar la adopción de las medidas para cada demarcación marina. En la misma línea, el artículo 4.3 de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera requiere la integración de las consideraciones relativas a la protección de la atmósfera en las distintas políticas sectoriales como una variable clave para conseguir un desarrollo sostenible. O desde una perspectiva global del medio rural, la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, de desarrollo sostenible del medio rural, lo configura como el eje de sus determinaciones. Pero el elemento central es el artículo 2 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo al establecer que las políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso del suelo tienen como fin común la utilización de este recurso conforme al interés general, y según el principio de desarrollo sostenible. Y tal principio de desarrollo sostenible exige que las políticas publicas deban propiciar el uso racional de los recursos naturales armonizando los requerimientos de la economía, el empleo, la cohesión social, la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, la salud y la seguridad de las personas y la protección del medio ambiente, contribuyendo a la prevención y reducción de la contaminación, y procurando en particular: a) La eficacia de las medidas de conservación y mejora de la naturaleza, la flora y la fauna y de la protección del patrimonio cultural y del paisaje; b) La protección, adecuada a su carácter, del medio rural y la preservación de los valores del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística; c) Un medio urbano en el que la ocupación del suelo sea eficiente, que esté suficientemente dotado por las infraestructuras y los servicios que le son propios y en el que los usos se combinen de forma funcional y se implanten efectivamente, cuando cumplan una función social.

3.2.  La Estrategia Nacional de Desarrollo Sostenible

16. Coincidiendo con la presidencia española de la Unión Europea, en enero de 2002 se presentó la Estrategia Nacional de Desarrollo Sostenible. Los objetivos que se pretenden conseguir con esta Estrategia se pueden resumir en los siguientes: a) Progreso y cohesión social; b) Desarrollo económico y crecimiento del empleo; c) Uso prudente de los recursos naturales y protección del Medio Ambiente; d) Integración del Medio Ambiente en las principales políticas socioeconómicas. Se pretende así, cubrir los tres pilares del desarrollo sostenible: económico, social y medioambiental definiendo objetivos de forma conjunta y compatible. A partir de este momento será necesario definir el conjunto de indicadores de desarrollo sostenible, que permitan realizar el seguimiento y aplicación de la estrategia. Partiendo de la conocida definición del desarrollo sostenible como el desarrollo económico y social que satisfaga las necesidades del momento presente sin comprometer la cobertura de las necesidades de las generaciones futuras, la Estrategia Española de Desarrollo Sostenible, aprobada por el Consejo de Ministros el 23 de noviembre de 2007, inquiere «el uso eficiente y racional de los recursos naturales, en particular, de los energéticos, los hídricos, la biodiversidad y el suelo», intentando «asegurar la disponibilidad y calidad de estos recursos de forma compatible con el crecimiento económico».

17. A su vez, la Estrategia Española de Medio Ambiente Urbano, aprobada por el Consejo de Ministros de 11 de enero de 2008, fija como objetivos del urbanismo sostenible la creación de «ciudad» y no de simple urbanización, la recuperación y rehabilitación de la ciudad existente, el aumento de la calidad urbana, en especial de la red de espacios y equipamientos públicos, y la integración del urbanismo en un modelo de ordenación del territorio con criterios de sostenibilidad  (26) .

18. Obviamente, por su propio carácter principal, el concepto de desarrollo sostenible necesitado de concreción mediante la fijación de parámetros o estándares legales  (27)  que plasmen un modelo territorial que frene la «expansión urbana descontrolada»  (28) , y responda a necesidades sociales reales y actuales  (29) . Y esa concreción, en el ordenamiento urbanístico autonómico, se encomienda fundamentalmente a los instrumentos de ordenación del territorio y de planificación urbana. Tales parámetros o estándares legales, si bien en algunos casos incorporan conceptos normativos determinados, en su mayor parte se articulan como conceptos normativos indeterminados que imponen la vinculación de la ponderación con el mandato del desarrollo sostenible  (30) . Esta conexión resulta evidente, puesto que si el interés general que debe perseguirse en la regulación del uso del suelo es, por determinación constitucional (y europea) su utilización racional -artículo 45.2 de la Constitución- para lograr una mejora de la calidad de vida y un disfrute adecuado del medio ambiente urbano y natural, ello no puede realizarse frenando o eliminando el desarrollo económico, del que también depende la mejora de la calidad de vida y el bienestar de la población.

Esta exigencia de motivación en la ponderación debe conducir, en conexión con la naturaleza finalista de los instrumentos de planificación territorial, urbanística y medio ambiental, no ya sólo a establecer un criterio de control negativo, que excluya decisiones arbitrarias o irracionales (por no superar una mínima racionalidad o carecer de la menor motivación), en el ejercicio de la planificación, sino a demandar un criterio positivo exteriorizado de ponderación de los intereses públicos y privados en presencia como contrapeso a la libertad conformadora del planificador. Tal ponderación requiere que el planificador identifique expresamente los intereses públicos y privados afectados, atribuya a cada uno de tales intereses de forma fundamentada la relevancia adecuada, y adopte la decisión de ordenación a partir de tales prevalencias motivadas. La ponderación -en cuanto proceso de toma de decisiones que requiere una previa identificación de los intereses efectivamente en presencia- impone un procedimiento de participación de todos los posibles afectados, lo que se articula a través de la fase de información pública. Pero esta participación no significa que la decisión haya de coincidir necesariamente con el interés aducido por un ciudadano o grupo de ciudadanos concretos. Tal participación tiene por objeto proporcionar elementos de juicio a la Administración, pero la adopción de la decisión corresponde necesariamente a los órganos competentes que habrán de tener en cuenta las alegaciones y sugerencias como una posibilidad entre otras. Es la Administración la que ha de decidir (resolver los concretos conflictos entre bienes e intereses contrapuestos) a la luz de su visión global de los problemas del territorio ordenado.

19. Ante los actuales retos del territorio (cambio climático, urbanización acelerada, pérdida de los valores paisajísticos y patrimoniales, etc.) no se puede continuar con los instrumentos de planificación tradicionales basados exclusivamente en la ordenación del uso del suelo. Resulta necesaria una planificación participada y consensuada que, además de ordenar de forma adecuada el espacio, persiga a la vez el aprovechamiento de oportunidades de desarrollo mediante proyectos concretos y realizables. Los principios de articulación de esta nueva gobernanza son:


	
(i) apertura: debe otorgarse más importancia a la transparencia y a la comunicación de las decisiones; 

	
(ii) participación: debe implicarse de forma más sistemática a los ciudadanos en la elaboración y aplicación de las políticas; 

	
(iii) responsabilidad: es necesario clarificar el papel de cada uno en el proceso de toma de decisiones para que cada agente concernido asuma la responsabilidad del papel que se le ha atribuido; 

	
(iv) eficacia: deben tomarse las decisiones a la escala y en el momento apropiados, y éstas deben producir los resultados buscados; 

	
(v) coherencia: las políticas que inciden sobre el territorio y el medio ambiente son extremadamente diversas y necesitan un esfuerzo continuo de coherencia. 



4.  LA IMPLANTACIÓN DE LA AGENDA LOCAL 21 EN ESPAÑA

4.1.  La implantación bajo el impulso de las Conferencias Europeas sobre Ciudades y Municipios Sostenibles

20. Ciertamente, en España la implantación de la Agenda Local 21 comienza a interiorizarse, con carácter general, a finales de la década de 1990. Ahora bien, ese retraso ha permitido incorporar los resultados de las experiencias de otros países europeos para avanzar más rápido y de forma más sólida  (31) . En la actualidad, España es el Estado europeo que presenta una mayor implicación de las autoridades locales en su implementación, cercanas a las 1.300 entidades locales.

21. Esta implantación debe situarse en el contexto europeo. El Consejo Internacional de Iniciativas Ambientales Locales (ICLEI) acordó la celebración de la I Conferencia Europea sobre Ciudades y Municipios Sostenibles, celebrada en Aalborg en 1994, bajo el impulso de la Comisión Europea. El resultado de la Conferencia fue la aprobación de la Carta de Aalborg de Ciudades y Municipios Europeos hacia la Sostenibilidad el 27 de mayo de 1994. La Carta se estructura en tres grandes bloques:


	
(i) Declaración de consenso: las ciudades europeas hacia un desarrollo sostenible. Aquí se asume expresamente el concepto de desarrollo sostenible  (32) , al precisarse que «... todas las dimensiones del desarrollo sostenibles han de tomarse en consideración simultáneamente y con el mismo peso. Estas son la prosperidad económica, el equilibrio social y un medioambiente saludable...». Simultáneamente se configura a las ciudades como el nivel administrativo adecuado para resolver los problemas más relevantes de sostenibilidad en un intento de lograr un desarrollo equilibrado. La atención se focaliza en la ocupación sostenible del suelo y en la movilidad urbana sostenible. Al respecto se señala que la respuesta local sólo será eficaz si se dota a los municipios de las competencias necesarias para llevarlas a cabo (principio de subsidiariedad). Finalmente se determina el compromiso con el principio de concertación (cooperación) con los diferentes sectores sociales para determinar las medidas a adoptar. 

	
(ii) Campaña de ciudades europeas sostenibles. Su objetivo es fomentar el desarrollo sostenible local a través de la participación de las ciudades en el Programa 21 Local y asistir a las ciudades en la elaboración de sus planes de medio ambiente a largo plazo en pro de la sostenibilidad. 

	
(iii) Participación en las iniciativas locales del Programa 21: planes de acción local en favor de un desarrollo sostenible 



La Carta de Aalborg incluyó también unas indicaciones metodológicas a tener en cuenta en el desarrollo de procesos de Agenda 21 Local, como la colaboración de las autoridades locales con todos los sectores de su comunidad en la concepción y aplicación de los Planes de Acción; la educación, en materia de sostenibilidad, de ciudadanía en general, representantes políticos y funcionarios locales; la fundamentación de decisiones y controles ambientales en indicadores; la garantía, para todos los ciudadanos, del acceso a la información; y la difusión de experiencias. La II Conferencia Europea de Ciudades y Poblaciones Sostenibles se celebró en Lisboa en 1996. El objetivo de la Conferencia fue evaluar el progreso de la Agenda 21 Local en las ciudades europeas y analizar y resolver algunos puntos oscuros o de difícil aplicación del proceso definido en la Carta de Aalborg. La Conferencia concluyó con la adopción del Plan de Acción de Lisboa como modelo orientativo para concretar las determinaciones de la Carta de Aalborg, con el fin de realizar una planificación sistemática de la actuación a seguir para pasar del mero análisis a la efectiva acción. El Plan de Acción de Lisboa hacía por ello hincapié en las cuestiones metodológicas, fijando como principios básicos: (i) el liderazgo de las Administraciones locales en los procesos de Agenda 21, participando activamente en ellos pero sin que ello suponga su dirección exclusiva; (ii) la integración de las autoridades locales en asociaciones y redes, con especial atención a los municipios circundantes; (iii) el fomento de la participación ciudadana, con objeto de alcanzar el consenso sobre los contenidos del Plan de Acción; y (iv) la integración de la mejora ambiental y desarrollo social con la viabilidad ambiental de la actividad económica. La III Conferencia Europea de Ciudades y Poblaciones Sostenibles tuvo lugar en Hannover en 2000, donde se demandó de la comunidad internacional, de las instituciones europeas, y de los gobiernos el apoyo al desarrollo de los procesos de la Agenda 21 y la Agenda Hábitat. En 2004 se celebró la se celebró la IV Conferencia Europea de Ciudades Sostenibles, nuevamente en la ciudad de Aalborg (Aalborg+10). Los compromisos asumidos atañen a todas las parcelas de gestión: las formas de gobierno, la gestión municipal hacia la sostenibilidad, los recursos naturales comunes, el consumo y las formas de vida responsables, la planificación y el diseño urbanístico, el compromiso con la mejora de la movilidad y la reducción del tráfico, la acción local por la salud, la economía local viva y sostenible, la igualdad y justicia social o la responsabilidad desde lo local por lo global, por último. La V Conferencia Europea de Ciudades Sostenibles tuvo lugar en Sevilla en 2007, puso de relieve la falta de relación entre los ciudadanos, las autoridades locales y los técnicos municipales, intentando fomentar el conocimiento social. La VI Conferencia Europea de Ciudades Sostenibles se celebró en Dunkerque en 2010, trató de seguir implementando políticas de sostenibilidad en un contexto de crisis económica. La Declaración afirma que la transición hacia la sostenibilidad requiere optar decididamente por una economía verde e inclusiva basada en la utilización de recursos eficientes y ecológicos.

4.2.  La Agenda Local 21 como un proceso dinámico y abierto

22. La Agenda Local 21 debe configurarse como un plan socioeconómico y ambiental, a corto, medio y largo plazo, fruto de la planificación ciudadana activa y de su consenso con las autoridades locales, focalizado en la consecución de un modelo de desarrollo sostenible desde una perspectiva integradora. Lo que le diferencia de otros instrumentos normativos de gestión y planificación medioambiental y territorial es su carácter programático y permanente, no normativo, incorporando compromisos, acciones y proyectos a realizar, elaborados con la participación de la ciudadanía y los agentes económicos locales. La Agenda 21 Local debe ser, además, un extraordinario precursor de la innovación en la gestión pública toda vez que su adopción requiere buscar acuerdos sociales, racionalizar procesos, introducir criterios de calidad y ofrecer nuevos estándares en la prestación de servicios.

23. La elaboración de la Agenda Local 21 no es un proceso cerrado y fijo. Cada entidad local debe elegir, en función de sus características y realidades, una vía propia para elaborar la Agenda Local 21. En unos casos la promoción del proceso es asumida directamente por la Administración Pública Local. En otros casos, por un órgano de participación ciudadana creado ad hoc. Lo que resulta definitorio es la necesidad de la apertura de un amplio proceso de participación pública con carácter permanente, que a través de la revisión de los indicadores de sostenibilidad ambiental adoptados permita la actualización de los objetivos a la realidad local de cada momento. En síntesis, la metodología debe estructurarse en torno a 4 grandes ejes:


	
(i) Diagnóstico de la situación de partida de la entidad local, obteniendo una imagen fiel y global de los factores ambientales, socioeconómicos y organizativos de la misma (ecoauditoría), con participación pública en su determinación. 

	
(ii) Establecimiento de los objetivos y propuestas que integrarán el Plan de Acción de la Agenda Local 21, con participación pública en su determinación y sometiéndolo a información pública. 

	
(iii) Aprobación de la Agenda Local 21 por el Pleno de la Entidad Local. 

	
(iv) Revisión y adaptación de los resultados y los indicadores. 








	 (1) 

	La Comisión estaba presidida por la médico y política noruega Gro Harlem Brundtland, por lo que el informe es conocido de facto como el Informe Brundtland.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Como ha precisado LOZANO CUTANDA, Blanca, Derecho Ambiental Administrativo, 2010, pág. 72.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Sobre el fracaso de la Cumbre de Johannesburgo, cfr. LOZANO CUTANDA, Blanca. Derecho Ambiental... cit., págs. 83 y ss.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	En los 20 años transcurridos desde la Conferencia de Río (1992) a la Conferencia de Río+20 (2012) la población mundial ha aumentado en 1.300 millones de personas. En ese mismo período la concentración de CO2 en la atmósfera ha pasado de 360 ppm a 396 ppm, lo que supone 200.000 millones de toneladas métricas.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Y tales PACMA son configurados por el Tribunal de Justicia, en sus Sentencias de 18 de marzo de 1980 (Asunto 91/79), Comisión contra Italia, y (Asunto 92/79), Comisión contra Italia. En tales Sentencias, el Tribunal de Justicia afirma sin ambages que la materia medioambiental se encuentra amparada por las disposiciones que constituyen las Comunidades Europeas. Para el Tribunal, los PACMA tienen verdadera fuerza legal, elevando así a rango normativo, con carácter vinculante, lo que no eran más que principios contenidos en extenuantes programas de acción. El Tribunal convierte, en virtud del artículo 100 TCE, los programas en normas a seguir por los Estados.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	En este Primer Programa se recogían, además de los principios y objetivos de una política ambiental comunitaria, una serie de medidas tendentes a disminuir los efectos contaminantes más graves, tanto en las emisiones atmosféricas como en los vertidos al medio acuático. En síntesis, puede afirmarse que se trata sobre todo de un plan corrector de los efectos ya apreciados sobre el medio ambiente en ese limitado ámbito.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Este Segundo Programa profundizó en los aspectos contemplados en el primero, incluyendo un capítulo dedicado al control del ruido.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Además se establece una relación positiva entre protección ambiental y generación de empleo, y se insiste en la necesidad de desarrollar políticas preventivas.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Sobre el origen y desarrollo del Derecho medioambiental Comunitario, vid. por todos: ALONSO GARCÍA, E., «El Derecho Ambiental de la Comunidad Europea», vol. I, El marco Constitucional de la Política Comunitaria de Medio Ambiente. Aplicación de la Legislación Ambiental Comunitaria, Madrid, 1993; PAREJO ALFONSO, L., «Origen y desarrollo del Derecho medioambiental en el ordenamiento comunitario europeo», en AA.VV. (dir. PICON RISQUEZ, J.), Derecho medioambiental de la Unión Europea, Madrid, 1996, págs. 41 y ss.; ORTEGA ÁLVAREZ, L., «El Derecho del medio ambiente en el ordenamiento comunitario», en AA.VV. (dir. ORTEGA ÁLVAREZ. L.), Lecciones de Derecho del Medio Ambiente, Valladolid, 1998, págs. 65 a 79.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Por su parte, los artículos 4 y 5 establecen las acciones y políticas comunes, donde se recoge el medio ambiente como una materia propia de la Unión.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Junto al artículo 130-R, los artículos 130 S y 130 T complementan el marco normativo de Derecho originario comunitario sobre medio ambiente. De tal forma, la política comunitaria de medio ambiente podía tener una doble fundamentación jurídica. Por un lado, la que se desarrollaba por los cauces propios de los arts. 130-R, 130 S y 130 T del Tratado de la Comunidad, y, por otro, a través del art. 100A del Tratado, en cuanto a la armonización de las disposiciones nacionales sobre la materia.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Sobre la inclusión en el TUE de los aspectos ambientales vid.SÁNCHEZ FERNÁNDEZ DE GATTA, D., «La política ambiental comunitaria en el Tratado de la Unión Europea», Revista de Estudios Europeos, núm. 6, págs. 7 a 32. Sobre el Derecho ambiental en el TUE vid. también KRÄMER, L., Derecho ambiental y Tratado de la Comunidad Europea, Madrid, 1999.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	El Tratado de igual forma dispone que la política de la Unión tendrá como objetivo alcanzar «un nivel de protección elevado» y corregir los atentados al medio ambiente, preferentemente en la fuente misma, y se basará en la acción preventiva y en el principio de que «quien contamina paga».


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Sobre este Programa, vid.MARIÑO MENÉNDEZ, F.M., «La configuración progresiva de la política medioambiental comunitaria», Revista de Instituciones Europeas, 1993, págs. 799-834.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	En el V Programa se parte de que los problemas ambientales actuales tienen una dimensión mundial y son fruto de modelos de comportamiento y de consumo destructivos; por ello entre sus líneas de actuación se encuentra una pretensión de cambio de las actuales tendencias y prácticas nocivas para el medio ambiente y una mayor participación de los sectores implicados en ese cambio. Y entre sus objetivos prioritarios destacan los siguientes: la gestión sostenible de los recursos naturales, el cambio de las pautas de conducta de los ciudadanos que suponen un exceso en el uso de recursos naturales, la participación en el seguimiento de los programas de los representantes directos e indirectos de la sociedad, y la ampliación de los medios de actuación más allá de la legislación. En esta línea, el V Programa intenta integrar las directivas «Dirección y Control» y los Reglamentos, que constituían los principales instrumentos de los anteriores programas en materia de medio ambiente, con una serie de acciones a todos los niveles e implicando a todos los grupos sociales.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Los objetivos y el alcance de la política comunitaria de Medio Ambiente figuran en los nuevos artículos 174, 175 y 176 del Tratado de Ámsterdam (antiguos artículos 130-R, 130-S y 130-T). El artículo 174 (antiguo 130-R) establece los objetivos generales que debe perseguir la política comunitaria de Medio Ambiente, que son los que siguen: a) La conservación, la protección y la mejora de la calidad de Medio Ambiente; b) La protección de la salud de las personas; c) La utilización prudente y racional de los recursos naturales, y d) El fomento de medidas a escala internacional destinadas a hacer frente a los problemas regionales o mundiales del Medio Ambiente. Los principios en los que se basará la política de Medio Ambiente de la Comunidad serán: 1) La Cautela y acción preventiva; 2) la corrección de los atentados al Medio Ambiente, preferentemente en la fuente misma, y 3) quien contamina paga. En el ejercicio de sus competencias, la Comunidad Europea deberá tener en cuenta también una serie de criterios definidos en el propio artículo 174 (antiguo artículo 130-R.3) y que en cierta medida modularán el alcance del ejercicio de sus competencias; concretamente: a) Los datos científicos y técnicos disponibles; b) Las condiciones del Medio Ambiente en las diversas regiones de la Comunidad; c) Las ventajas y las cargas que puedan resultar de la acción o de la falta de acción, y d) El desarrollo económico y social de la Comunidad en su conjunto y el desarrollo equilibrado de sus regiones.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	En la Comunicación de la Comisión relativa a la evaluación global del Programa Comunitario de Política y Actuación en Materia de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible «Hacia un Desarrollo Sostenible» [COM (99) 543 finales] tras realizar una evaluación global de la puesta en práctica del V Programa y el éxito alcanzado, se expone que la protección del medio ambiente en el contexto comunitario ha experimentado un avance y las políticas comunitarias han logrado reducir la contaminación atmosférica transfronteriza, aumentar la calidad del agua y eliminar sustancias que agotan la capa de ozono. Sin embargo, se señala que el avance ha sido limitado debido al hecho de que ni los Estados miembros ni los sectores contemplados por el Programa llegaron a tener en cuenta realmente las preocupaciones medioambientales, ni a integrarlas en sus políticas. La Unión, por lo tanto, dista mucho de haber alcanzado el ambicioso objetivo de un desarrollo sostenible que se fijó en el Tratado de Ámsterdam. Por tanto, se anuncia la aprobación de un VI Programa de medio ambiente para lograr la consecución de los objetivos marcados, una vez finalizado el V Programa Comunitario de Política y Actuación en materia de Medio Ambiente el 31 de diciembre de 2000.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Allí se establece que «En las políticas de la Unión se integrarán y garantizarán, conforme al principio de desarrollo sostenible, un nivel elevado de protección del medio ambiente y la mejora de su calidad».


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Sobre la base del artículo 193 TFUE.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Desde la aprobación del Tratado de la Unión Europea el principio de subsidiariedad configura las relaciones entre las competencias materiales de la Comunidad y de los Estados miembros en aquellos ámbitos que no son de competencia comunitaria exclusiva. Conforme al principio de subsidiariedad, la Unión Europea sólo deberá actuar directamente cuando la intervención desde el ámbito comunitario sea más eficaz que la acción aislada de los Estados Miembros a los que, en principio, se les asigna la ejecución y financiación. Del mismo modo el VI Programa de Acción Comunitario en materia de Medio Ambiente: «Medio ambiente 2010: el futuro está en nuestras manos», se plantea «en coherencia con el principio de subsidiariedad y respetando la diversidad de condiciones de las distintas regiones de la Unión Europea» (art. 2.1).


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Cfr. Sentencia del Tribunal de Justicia de 9 de marzo de 2010 (Asunto C-378/2008).


	 Ver Texto 




	 (22) 

	El TJCE establece que dicha motivación es exigible en cualquier acto que pueda ser objeto de recurso de anulación, o dicho de otro modo, es exigible respecto de todo acto destinado a crear efectos jurídicos obligatorios. Vid. STJCE de 1 de octubre de 2009, Asunto C-370/07, Comisión c. Consejo (14.ª reunión Conferencia Partes Convenio CITES).


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Cfr. Sentencia del Tribunal de Justicia de 8 de julio de 2010 (Asunto C-343/2009, Caso Afton Chemical Limited contra Secretary of State for Transport).


	 Ver Texto 




	 (24) 

	En la arquitectura constitucional el artículo 149.1.23.ª de la Constitución atribuye al Estado la competencia para establecer la legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. A su vez, el artículo 148.1.9.ª de la Constitución atribuye a las Comunidades Autónomas la competencia para la gestión en materia de protección del medio ambiente. El Tribunal Constitucional (p. ej., en las Sentencias 36/2000 o 102/1995) ha reconocido que la competencia sobre protección y preservación del medio ambiente incide en otras materias por lo que lo ambiental es un factor a considerar en las demás políticas públicas sectoriales con incidencia sobre los diversos recursos naturales integrantes del medio. Obviamente, ello ha requerido por parte del Tribunal Constitucional una labor de disección con el resto de competencias con incidencia sobre los recursos naturales. Así, p. ej., para el Tribunal Constitucional dentro de la competencia de protección ambiental han de encuadrarse exclusivamente aquellas actividades encaminadas directamente a la preservación, conservación o mejora de los recursos naturales habida cuenta de que éstos son soportes físicos de una pluralidad de actuaciones públicas y privadas en relación con las cuales la Constitución y los Estatutos de Autonomía han deslindado diferentes títulos competenciales. La planificación de los recursos naturales a través de los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, es una ordenación del espacio y de su contenido que guarda relación con la ordenación del suelo y la planificación urbanística, inspirada por los principios de mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y de los sistemas vitales básicos, la preservación de la diversidad genética, la utilización ordenada de los recursos, garantizando el aprovechamiento sostenido de las especies y de los ecosistemas, su restauración y mejora y la preservación de la variedad, singularidad y belleza de los ecosistemas naturales y del paisaje.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Cfr. MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «Urbanismo sostenible, clasificación del suelo y criterios indemnizatorios: estado de la cuestión y algunas propuestas», RDUyMA núm. 200 (2003), págs. 136 y ss.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Desde esos parámetros, fija como directrices del desarrollo sostenible: «Ordenar la remodelación y la expansión urbana. 4.1. Crear ciudad, frente a la tendencia de generar urbanización sin carácter urbano. Para ello hay que evitar la proliferación de áreas de baja densidad que se alejan de las características de vitalidad, accesibilidad, diversidad y servicios básicos que caracterizan la vibrante ciudad europea clásica. Proximidad y mezcla de usos han de ser dos vectores básicos de lo urbano. 4.2. Desincentivar la utilización masiva de tipologías de vivienda aislada o adosada que son causa de tejido disperso. Favorecer los modelos más compactos de crecimiento o reorganización urbana. 4.3. Limitar el desarrollo de actividades monofuncionales de alta densidad, por su efecto de succión sobre la vida urbana, máxime cuando no están vinculados a infraestructuras de transporte público. 4.4. Reciclar los tejidos de baja densidad o procedentes del urbanismo a saltos, vinculándolos a la ciudad existente o a nuevas centralidades centradas en el transporte colectivo. 4.5. Ordenar los nuevos crecimientos en contigüidad con las zonas consolidadas de cara a garantizar un mantenimiento adecuado a futuro de las áreas construidas. 4.6. Reutilizar los tejidos interiores obsoletos o fuera de uso para las necesidades urbanas antes de poner en carga zonas intocadas. 4.7. Recuperar las zonas vulnerables y barrios en crisis social y ambiental, fomentando la integración social y la mezcla de usos y rentas en todas las zonas urbanas. 4.8. Mejora continua de los tejidos urbanos, sin expulsión de la ciudadanía tanto de zonas centrales, como de barrios periféricos, en colaboración con los residentes. 4.9. Incorporar la evaluación ambiental estratégica en los procesos de planificación urbana. 4.10. Concebir el espacio público como eje vertebrador de la ciudad, liberándolo de su función imperante al servicio del coche, para convertirlo en espacio de la convivencia, del ocio, del ejercicio, del intercambio y de otros múltiples usos. 4.11. Diseñar el espacio público controlando las variables de entorno: confort térmico, ruido, contaminación atmosférica, seguridad, etc., del mismo modo que se controlan las variables de entorno en el diseño arquitectónico. 4.12. Incorporar la información como valor añadido en el espacio público a través del diseño y la introducción de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC). 4.13. Planificar el subsuelo (planes de infraestructuras) para, entre otros, organizar la distribución urbana implantando plataformas logísticas y ordenar los servicios urbanos desarrollando una red de galerías de servicios. 4.14. Integrar en el urbanismo un modelo de ordenación del territorio con criterios de sostenibilidad. Directrices vinculadas a la biodiversidad y preservación de valores naturales. 4.15. Definir y estudiar el territorio y sus valores ambientales, paisajísticos y culturales como base de las extensiones urbanas. 4.16. Integrar los espacios de alto valor ecológico, abundantes en agua o con especial riqueza natural en la red de espacios públicos y verdes de la ciudad. 4.17. Desarrollar patrones de urbanización de bajo impacto tanto en nuevos desarrollos como en operaciones de reurbanización interior, reduciendo el sellado y la impermeabilización del suelo. 4.18. Crear corredores y anillos verdes que asocien los espacios de naturaleza en la ciudad con los espacios naturales periurbanos y rurales, favoreciendo su uso por la mayor parte de la ciudadanía. Directrices vinculadas a la eficiencia de los recursos y el metabolismo urbano. 4.19. Conseguir tanto en operaciones de nuevo trazado como en los proyectos urbanos en zonas consolidadas, que las estructuras urbanas generadas sean ahorradoras de suelo, agua, energía y materiales, mediante el análisis de su funcionamiento integrado en el entorno. 4.20. Integrar el metabolismo urbano como tema prioritario en los planes urbanísticos. El planeamiento debe incorporar un análisis integrado del metabolismo urbano, garantizando que las funciones urbanas se pueden realizar satisfactoriamente con el menor consumo de recursos, agua, energía y materiales y con la menor producción de residuos posible. 4.21. Establecer en la planificación urbanística un nivel mínimo de energía renovable y un determinado grado de autosuficiencia energética que combine la generación y las medidas de ahorro y eficiencia. 4.22. Establecer en la planificación y en la proyección urbanística un nivel mínimo de autosuficiencia hídrica que combine las medidas de captación con las medidas de ahorro y eficiencia. 4.23. Establecer en los planes y proyectos urbanísticos los tipos de materiales a utilizar, procedencia y toxicidad, así como el porcentaje mínimo de materiales reciclados y reutilizados. 4.24. Habilitar en la edificación (habitación, vivienda y edificio) los espacios e infraestructuras que hagan posible una gestión de residuos basada en las 3R. 4.25. Vincular los usos urbanos a su accesibilidad a pie o en bicicleta, o al menos a su integración en la red intermodal local de transporte. Reorganizar la movilidad urbana priorizando los modos menos nocivos. Directrices vinculadas a la complejidad y mezcla de usos y la sociedad del conocimiento 4.26. Establecer un mínimo de mezcla de usos en los nuevos desarrollos o en operaciones de creación de centralidad en las áreas existentes. 4.27. Desarrollar planes urbanísticos que potencien el modelo de ciudad compleja con actividades densas en conocimiento (actividades @). 4.28. Asociar la localización de usos con el acceso al empleo, la vitalidad de la economía local o el establecimiento de estructuras de desarrollo local resistentes a la crisis. 4.29. Abordar el reto de hacer ciudad en la ciudad en los tejidos que, provenientes de patrones especulativos o de las decepcionantes periferias industriales corren el riesgo de incorporarse a las zonas vulnerables o barrios en crisis en los que ya se acumula parte de la población de menores rentas o procedente de la emigración. 4.30. Recuperar el pulso de la mejora y mantenimiento constante de la ciudad existente, superando los criterios de rentabilidad económica, aprovechando su calidad para que sea oportunidad de usos dinamizadores. 4.31. Recrear una red de espacios públicos a partir de los existentes y de la mejora de la calidad en todos los barrios de cada ciudad. 4.32. Incluir entre las responsabilidades de la gestión urbana el acceso universal a las TIC y la prevención de la brecha digital. Directrices vinculadas a la estabilidad social. 4.33. Diseñar una ciudad de cortas distancias en la que los servicios básicos sean accesibles espacial y económicamente a toda la ciudadanía, incluyendo población vulnerable por cualquier tipo de circunstancia. 4.34. Facilitar la mayor autonomía de grupos dependientes o de movilidad reducida mediante el cuidado en el diseño de la accesibilidad a espacios y equipamientos públicos, vivienda y servicios básicos. 4.35. Facilitar las responsabilidades sociales de cuidado, crianza y atención a la dependencia. 4.36. Mezcla de rentas, cultura y etnias en todas las zonas urbanas. 4.37. Incorporar la perspectiva de género y de generación en los procesos de planificación urbana...».


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Como precisa AGUDO GONZÁLEZ, Jorge, Urbanismo y Gestión del Agua, 2007, pág. 30.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	En la terminología adoptada por el Informe 10/2006 de la Agencia Europea de Medio Ambiente, donde se señalan como causas de tal expansión urbana descontrolada, que ha supuesto un aumento de la ocupación del suelo en torno a un 20% cuando el aumento de la población sólo ha aumentado un 6% en los últimos años, «... La calidad de los sistemas de transporte, el precio del suelo, las preferencias individuales en materia de vivienda, las tendencias demográficas, las tradiciones y limitaciones culturales y el atractivo de las zonas urbanas existentes son factores que influyen en la forma en que se desarrolla un área urbana. Otra de las causas principales es la aplicación de políticas de ordenación en el ámbito local y regional. Incentivada por los Fondos de Cohesión y por los Fondos Estructurales de la Unión Europea, que financian el desarrollo de las infraestructuras, la expansión descontrolada se ha acelerado en respuesta a la mejora de las conexiones de transporte y el aumento de la movilidad personal... (así como) la actual tendencia hacia la creación de nuevas áreas urbanas de baja densidad (que) está generando un aumento del consumo...». En esta línea crítica, y por lo que respecta al urbanismo español, resulta clarificador el análisis de las causas del actual modelo de «urbanismo insostenible, expansivo y depredador» efectuado por AGUDO GONZÁLEZ, Jorge, Urbanismo y Gestión... cit., págs. 21 y ss.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Como han precisado PAREJO ALFONSO, Luciano y ROGER FERNÁNDEZ, Gerardo, Comentarios a la Ley de Suelo, 2007, pág. 84.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Conexión entre ponderación y principio de desarrollo sostenible efectuada por BERMÚDEZ SÁNCHEZ, Javier, «Criterios de una nueva reglamentación ambiental. A propósito de la regulación económica y el medio ambiente», RDUyMA núm. 198 (2002), págs. 115 y ss.; DÍAZ LEMA, José Manuel. Nuevo Derecho del suelo. Comentarios a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, 2008, pág. 19; y ALLI ARANGUREN, Juan-Cruz, ALLI TURRILLAS, Juan-Cruz, Estudio sistemático del Texto Refundido de la Ley del Suelo, 2008, pág. 239.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Cfr. ECHEVARRÍA MIGUEL, Carmen, BARRUTIA LEGARRETA, José María, AGUADO MORALEJO, Itziar, «La Agenda Local 21 en Europa: una visión general», Ekonomiaz núm. 64 (2007), págs. 75 y ss.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Expresamente se afirma que afirma que «... Tratamos de lograr una justicia social, unas economías sostenibles y un medio ambiente duradero. La justicia social pasa necesariamente por la sostenibilidad económica y la equidad, que precisan a su vez de una sostenibilidad ambiental. La sostenibilidad ambiental significa preservar el capital natural. Requiere que nuestro consumo de recursos materiales, hídricos y energéticos renovables no supere la capacidad de los sistemas naturales para reponerlos, y que la velocidad a la que consumimos recursos no renovables no supere el ritmo de sustitución de los recursos renovables duraderos. La sostenibilidad ambiental significa asimismo que el ritmo de emisión de contaminantes no supere la capacidad del aire, del agua y del suelo de absorberlos y procesarlos. La sostenibilidad ambiental implica además el mantenimiento de la diversidad biológica, la salud pública y la calidad del aire, el agua y el suelo a niveles suficientes para preservar la vida y el bienestar humanos, así como la flora y la fauna, para siempre».
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1.  ORIGEN Y EVOLUCIÓN DE LA REGULACIÓN DEL DESARROLLO SOSTENIBLE

1.1.  Los inicios de la preocupación medio ambiental: el informe Meadows, la Cumbre de Naciones Unidas de Estocolmo de 1972 y el Primer Programa de Acción Medioambiental de la Comunidad Europea (1973-1976)

A partir de los años sesenta del pasado siglo, en las sociedades occidentales, junto al progreso en el desarrollo económico comienza a surgir una preocupación por los problemas medioambientales.

Se suele citar 1972 como fecha clave para el inicio formal de una progresiva evolución orientada a la solución de estos problemas en el plano internacional. En este año el Club de Roma publicó el informe Meadows sobre «Los límites del crecimiento» (The limits of the Growth), elaborado por el Instituto Tecnológico de Massachusetts, y tuvo lugar en Estocolmo la Cumbre de Naciones Unidas sobre el Medio Humano.

El Informe Meadows llamó la atención sobre los problemas que derivan de la inviabilidad del crecimiento económico continuo, el desarrollo industrial sin límites y el crecimiento de la población, que estaban generando daños ecológicos en el mundo que podían llegar a no tener solución. El informe hizo hincapié en la necesidad de establecer los límites al progreso económico, al gasto de materias primas y energéticas, y en relación con el crecimiento demográfico.

Este informe fue elaborado desde un enfoque multidisciplinar, hacía referencia a la necesidad de interrumpir el desarrollo económico y generó una gran polémica con su planteamiento de un crecimiento nulo para los países desarrollados. Este informe demandaba un cambio en el modelo económico, señalando que era necesario tener en cuenta la escasez de los recursos naturales, dado que si no se producía dicho cambio, el mundo podía llegar a un colapso que se predecía para mediados del siglo XXI  (1) .

En la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Humano que se celebró en Estocolmo en 1972 se insistió nuevamente en el grave problema del deterioro ambiental, en el problema de los daños ecológicos derivados del modelo de sistema económico y de crecimiento. Además, en dicha Cumbre, a la que asistieron 113 naciones, se creó el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) y se establecieron los primeros acuerdos sobre el Comercio Internacional de Especies Protegidas. Los debates de la Conferencia de Estocolmo fueron precedidos por la publicación de un informe oficioso elaborado por más de un centenar de científicos de todo el mundo, y de cuya redacción final se responsabilizaron René DUBOS y Barbara WARD, denominado Una sola Tierra (Only one Earth).

La Cumbre formalizó las tendencias que expresaban los movimientos ecologistas que habían surgido en la sociedad. Por primera vez en una Conferencia de Naciones Unidas se vincularon los problemas derivados del desarrollo económico con la protección de los recursos naturales. Las ideas dirigidas a la necesidad de una mayor protección ambiental ya estaban presentes en la sociedad y en el mundo académico, e incluso en el discurso político, pero no se enfocaban desde el punto de vista de su incidencia en el crecimiento económico. En la práctica, los objetivos económicos convencionales prevalecían sobre los medioambientales: se consideraba que ambas cuestiones pertenecían a diferentes planos.

A partir de esta Cumbre se inicia el reconocimiento de una nueva visión del mundo basada en planteamientos ecológicos.

La Cumbre de Estocolmo adoptó tres grandes decisiones:


	
1.- La primera decisión fue la Declaración de Estocolmo que enuncia 24 principios para preservar y mejorar el medio ambiente. 

	
2.- La segunda fue el Plan de Acción de Estocolmo, integrado por 109 recomendaciones internacionales para los gobiernos y las organizaciones internacionales, sobre medidas contra la degradación ambiental. 

	
3.- El tercer conjunto de decisiones fue un grupo de cinco resoluciones encaminadas a: la prohibición de pruebas de armas nucleares, la creación de un banco de datos internacional sobre medio ambiente frente a las acciones vinculadas al desarrollo y el medio ambiente; la creación de un fondo de medio ambiente y el establecimiento del Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA)  (2) . 



La Cumbre de Estocolmo supuso un impulso para la política medioambiental de la Unión Europea. Tras la Cumbre de Estocolmo, el Consejo Europeo encargó a la Comisión la elaboración del Primer Programa de Acción Medioambiental 1973-1976  (3) .

1.2.  El informe Brundtland y el concepto de desarrollo sostenible

En 1983 las Naciones Unidas crearon la Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo, cuya Presidenta era Gro Harlem Brundtland, ex Primera Ministra noruega. En 1987, la Comisión presentó su primer informe con el título de Nuestro futuro común (Our Common Future). Este informe es conocido como informe Brundtland.

Los objetivos del informe eran básicamente los siguientes: en primer lugar, estudiar los problemas críticos relativos al desarrollo y al medio ambiente y formular propuestas realistas al respecto; en segundo lugar, proponer nuevas fórmulas de cooperación internacional que pudieran influir en la formulación de políticas sobre aspectos de desarrollo y medio ambiente, con el fin de obtener los cambios necesarios; y, en tercer lugar, promover los niveles de comprensión y vinculación de los distintos actores sociales, individuos, organizaciones, empresas, institutos y gobiernos.

El informe introduce por primera vez el concepto de «desarrollo sostenible», que define como el «conjunto de estrategias que garantizan la satisfacción de las necesidades actuales sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las suyas». En este informe se insistió de forma más radical en la interrelación entre el desarrollo económico basado en una industrialización sin apenas limitaciones medioambientales y el deterioro ecológico del mundo físico, exigiendo cambios políticos que permitieran garantizar las condiciones de vida de las generaciones actuales y futuras  (4) . De esta forma el concepto de «desarrollo sostenible» se institucionaliza como elemento clave de la acción política en materia medioambiental.

El concepto de desarrollo sostenible ha sido utilizado con más profusión que precisión. La definición dada por el informe Brundtland ha sido criticada por su carácter ambiguo: ¿cuáles son las necesidades actuales? ¿Y las futuras? ¿En qué consiste su satisfacción? Esta definición ha sido criticada por su falta de precisión, pero precisamente se atribuye a este carácter el que este concepto haya sido objeto de un amplio consenso y, en consecuencia, se haya podido realizar una gran difusión del mismo  (5) .

El desarrollo sostenible no excluye el crecimiento, lo que se pretende es cambiar el modelo de crecimiento. La clave es la mejora de la calidad de vida y conseguir la equidad social tanto en los países desarrollados como en los subdesarrollados. Propone que el crecimiento debe realizarse con un menor consumo de recursos naturales y de energía  (6) , y garantizando la protección de la naturaleza.

Generalmente se distinguen tres dimensiones del desarrollo sostenible que interactúan entre sí: una dimensión ecológica o medioambiental, una dimensión económica y una dimensión social. La dimensión ecológica se refiere a la garantía de un medio adecuado para la vida y las actividades humanas, la dimensión económica a la producción de los bienes y servicios, y la dimensión social a la organización de los agentes sociales e institucionales.

Esta triple dimensión del concepto de desarrollo sostenible, acuñada inicialmente por el Banco Mundial se ha consolidado en el ámbito académico y se ha proyectado también en la regulación de las Estrategias europea y española de Desarrollo sostenible.

[image: ]

Fuente: Agenda 21 Local de Campo de Criptana. Documento de trabajo n.º 1 

En 1991 el Consejo de Ministros de Medio Ambiente de la Comunidad Económica Europea aprueba el Libro Verde sobre el Medio Ambiente Urbano Europeo. Este documento continuó la línea establecida en los anteriores cuatro Planes de Acción para el Medio Ambiente de la Unión Europea  (7) , que pretendían dar una respuesta sostenible al desarrollo urbano de manera planificada, integral y participada.

1.3.  La Cumbre de la Tierra de Río de Janeiro de 1992 y el Programa 21

Veinte años después de la Conferencia de Estocolmo se celebró la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo en Río de Janeiro. Esta Cumbre de la Tierra, que se celebró con una elevada representación de jefes de Estado y de Gobierno de todo el mundo (179 estados), supuso el primer gran compromiso a nivel mundial a favor del desarrollo sostenible.

La Declaración sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, que es fruto de esta Conferencia, contenía 27 principios  (8)  que definían los derechos y responsabilidades de las naciones para la consecución de un desarrollo sostenible que permitiera conciliar el desarrollo y la calidad de vida de las personas y del planeta en su conjunto. En esta Cumbre se creó la Comisión sobre el Desarrollo Sostenible (CDS).

Los principales acuerdos que fueron aprobados en esta Cumbre son los siguientes: la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, que consta de 26 artículos relativos a la estabilización de los gases de efecto invernadero presentes en la atmósfera; el Convenio sobre la Diversidad Biológica y el Convenio sobre la Desertificación que declaran la protección y conservación de la variedad de especies de animales y plantas y de sus hábitats y la lucha contra la desertificación, respectivamente; la Declaración de Bosques -que no llegó a nivel de convenio-, que expresó los principios orientadores de la gestión y conservación de todos los tipos de bosques; y, por último, el Programa 21 que consta de un programa de acción de 40 capítulos dirigidos a lograr un desarrollo sostenible mundial de cara al siglo XXI.

El Programa 21 (Programa Global para el Desarrollo Sostenible en el siglo XXI) es el fundamento de la Agenda Local 21. Consiste en una programación de las actuaciones necesarias para aproximarse a un desarrollo más sostenible de cara al siglo XXI. Como se ha expuesto, se trata de un documento extenso que consta de 40 capítulos. Establece una serie de iniciativas que deben adoptar los diversos países, a los que se pide que adopten una Estrategia de Desarrollo Sostenible. Pero no solo se dirige a los Gobiernos sino también a las organizaciones internacionales, asociaciones, fundaciones, agentes sociales, en definitiva, a la sociedad en su conjunto.

El Programa 21 es un plan muy amplio, ya que en él se abordan multitud de cuestiones desde un plano horizontal como por ejemplo las relativas a recursos financieros, transferencia y cooperación tecnológica, gobernanza y todos los aspectos sectoriales, con la excepción de los cubiertos por Convenios específicos.

En su Capítulo 28 titulado «Iniciativas de las Autoridades Locales en apoyo a la Agenda 21», destaca la importancia de la función de las autoridades locales para la educación y movilización del ciudadano a favor del desarrollo sostenible, y alienta a las mismas a alcanzar un consenso sobre la puesta en marcha de la Agenda 21 Local en sus respectivas comunidades para el año 1996  (9) . En consecuencia, la Agenda 21 Local es el resultado de la adaptación y adopción por parte de las autoridades locales de los compromisos definidos en el Programa 21. La Agenda 21 Local es un Plan de Acción Local a largo plazo, consultado y elaborado con la población, que integra la gestión de factores económicos, sociales y ambientales  (10) , para la creación de políticas sostenibles.

Este documento extiende la responsabilidad para la consecución de este reto a todo tipo de autoridades y a la sociedad en su conjunto; la participación de todos los sectores es uno de los elementos fundamentales del proceso. Se trata de un texto que trata el concepto de sostenibilidad en términos y temas muy diversos: cooperación internacional, justicia, equidad social, progreso económico, uso eficaz y racional de los recursos, nuevos modelos culturales y de consumo, etc.

En este Programa las autoridades locales tienen un papel fundamental, ya que al ser las más próximas al ciudadano se consideran las más capacitadas para adoptar las decisiones que afectan al entorno más próximo. Estos planteamientos se basan en la aplicación del principio de subsidiariedad, que supone que las competencias deben ser ejercidas inicialmente por las autoridades más próximas, por lo que son las autoridades locales las que en primer lugar deberán afrontar las iniciativas para conseguir un desarrollo sostenible. En este sentido, en el citado capítulo 28 se impulsa a las autoridades locales a crear sus propias Agendas 21 Locales, que deberán articular los objetivos del desarrollo sostenible a través de planes locales  (11) . El principio «piensa globalmente, actúa localmente» va a ser el eje de las Agendas 21 Locales en todo el mundo.

2.  LAS CONFERENCIAS EUROPEAS DE LAS CIUDADES Y PUEBLOS SOSTENIBLES Y LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN AMBIENTAL DE LA COMUNIDAD EUROPEA

2.1.  La política medioambiental de la Comunidad Europea: el V Programa de Acción Ambiental

Unos años después de la Cumbre de Río, la Comunidad Económica Europea comienza a impulsar una política urbana comunitaria con el fin de proporcionar soluciones integradas a los problemas urbanos a través de una planificación a largo plazo y con la participación de todos los sectores sociales. En Europa el 80% de la población es urbana, lo cual determina que su política medioambiental se enfoque principalmente en el avance en relación con el ámbito urbano.

En 1993, un año después de la Declaración de Río, el V Programa de Acción Ambiental de la Comunidad Europea, elaboró unos principios esenciales para una estrategia que tuviera como objetivo el desarrollo sostenible. El programa, haciéndose eco de las conclusiones de la Cumbre de Río, pretendió modificar las pautas de comportamiento y de consumo, y alcanzar un modelo de desarrollo sostenible.

2.2.  La Carta de Aalborg de 1994

En 1994, dos años después de la Cumbre de Río, tuvo lugar en Aalborg (Dinamarca), la Conferencia Europea de las Ciudades y Pueblos Sostenibles, que supuso el inicio de la Campaña Europea de Ciudades y Pueblos Sostenibles. Esta Conferencia fue promovida por el International Council for Local Environmental Initiatives (ICLEI). En esta Conferencia se definió el contenido de lo que serían las Agendas 21 locales y se estableció una visión local de la sostenibilidad, que coincidía sustancialmente con la sostenibilidad urbana. La especialidad de la Carta de Aalborg frente al Programa 21 de Naciones Unidas radica en el hecho de que tiene en cuenta las especialidades del continente europeo de cara al establecimiento de un Programa sobre el desarrollo sostenible.

En esta Conferencia se aprobó la Carta de Aalborg, documento fundacional de la Agenda 21 Local, que supuso un impulso fundamental en relación con el medio ambiente urbano, a través del compromiso de las entidades locales con la sostenibilidad.

La Agenda 21 Local diseña un programa que permite hacer compatible el progreso con el respeto al medio ambiente.

Cualquier autoridad local o conjunto de ellas puede libremente adherirse a la Campaña aprobando y firmando la Carta. Esto supone el compromiso por parte de la autoridad local, de elaborar y llevar a la práctica un Plan de Acción hacia la sostenibilidad de la ciudad. Para ello se hace referencia a una serie de cuestiones que deben ser abordadas necesariamente en las políticas urbanas: eficiencia energética, protección de los recursos naturales, uso eficiente del suelo, reducción de las emisiones, etc. Además se insiste en la implantación de los principios económicos y sociales que deben conducir al desarrollo sostenible, así como en la articulación de la participación pública en la toma de decisiones.

La declaración final de Aalborg concretó a nivel local los principios establecidos con carácter universal en la Cumbre de Río.

2.3.  Las Conferencias Europeas de las Ciudades y Pueblos Sostenibles posteriores a la Carta de Aalborg: Lisboa 1996, las Conferencias regionales de 1998-1999 y Hannover 2000

En 1995 se celebró en Valencia la Conferencia de Ministros y Responsables de Medio Ambiente de las Regiones de la Unión Europea en materia de Medio Ambiente, para definir el papel de las Regiones europeas en relación con el medio ambiente. En esta Conferencia se elaboró la Carta de las nacionalidades y Regiones Europeas para el Medio Ambiente (Carta de Valencia).

En 1996 tuvo lugar en Lisboa la II Conferencia Europea de Ciudades y Pueblos Sostenibles en la que se revisó y mejoró la Carta de Aalborg. La Conferencia valoró los avances que se habían producido desde Aalborg, analizando el desarrollo de las Agendas 21 en 35 países europeos. En esta Conferencia se elaboró un documento final denominado «De la Carta a la Acción», o Plan de Acción de Lisboa.

El período comprendido entre la aprobación de la Carta de Aalborg hasta la Conferencia de Lisboa se dedicó a difundir el contenido de la Carta y a promover su suscripción por el mayor número posible de gobiernos locales. A partir de Lisboa se pretendió pasar a la acción, lo que significaba la concreta elaboración de Agendas 21 Locales.

Con posterioridad a la Conferencia de Lisboa de 1996 se celebraron en 1998 y 1999 cuatro Conferencias regionales: Turku, en Finlandia (septiembre 1998), Sofía, en Bulgaria (noviembre 1998), Sevilla, en España (enero 1999) y La Haya, en Holanda (junio 1999). En estas reuniones se evaluaron los resultados obtenidos hasta el momento en los distintos lugares en que progresivamente se iba implantando la Agenda 21 Local. Las Conferencias se celebraron en lugares estratégicos de Europa para analizar cuestiones concretas que afectaban principalmente al entorno de los mismos.

En 2000 tuvo lugar en Hannover (Alemania) la III Conferencia Europea de Ciudades y Pueblos Sostenibles (Declaración de Hannover). En esta Conferencia se intentó dar un nuevo impulso a la Agenda 21 Local y al desarrollo local sostenible. En ella se aprobaron el Plan de Acción de Lisboa y las Declaraciones de Turku, Sofía, Sevilla y La Haya.

En Hannover se estudiaron cuatro temas fundamentalmente: la integración de las políticas urbanas, los retos de la globalización, los procesos de implantación de la Agenda 21 Local en Europa y la evaluación de los mismos en virtud de los indicadores de sostenibilidad. Este último elemento es clave para determinar la verdadera implantación de la Agenda 21 Local.

El Llamamiento de Hannover, documento que es aprobado en esta Conferencia que reunió a 250 representantes de gobiernos locales procedentes de más de treinta países, reivindicó la relevancia de los municipios en el impulso y la implantación de las políticas de sostenibilidad de la Unión Europea  (12) .

2.4.  El VI Programa de Acción Ambiental de la Unión Europea

En diciembre de 1999, el Consejo Europeo de Helsinki encargó a la Comisión Europea «elaborar una propuesta de estrategia a largo plazo que integre políticas de desarrollo sostenible desde los puntos de vista económico, social y ecológico». En el año 2001 se aprobó la Estrategia Europea para el Desarrollo Sostenible, que incluyó una serie de medidas concretas para que la Unión Europea pueda mejorar su proceso de toma de decisiones, así como la consecución de determinados objetivos orientados al desarrollo sostenible.

El VI Programa de Acción de la Comunidad Europea en materia de Medio Ambiente, con el lema, «El futuro en nuestras manos», estableció para el periodo 2001-2010 una serie de objetivos y acciones prioritarias que se refieren a iniciativas y actuaciones locales en materia de desarrollo sostenible. En este Programa se nota la influencia de Conferencia de Hannover.

Una de las acciones clave enmarcadas dentro de este VI Programa es la Estrategia para el Medio Ambiente Urbano, cuyo objetivo principal es reducir el impacto negativo de las ciudades sobre el medio ambiente mediante el desarrollo de planes de gestión en las mismas (proyectos sostenibles de transporte urbano, construcción y diseño sostenible de edificios, etc.).

2.5.  La Conferencia Aalborg+10 de 2004

En junio de 2004 la Conferencia Aalborg+10 analizó las experiencias derivadas de la primera década de aplicación de la Agenda 21 Local en Europa y aprobó un nuevo documento, «Construyendo el Futuro», que desarrolla la gestión pública de la sostenibilidad local. Los 21 objetivos que se propone alcanzar definen un marco de actuación de gran relevancia para la consecución del desarrollo sostenible en el ámbito local  (13) .

En el documento «Construyendo el futuro» se introdujeron algunas modificaciones destinadas a mejorar y a aclarar en algunos aspectos el texto del Compromiso de Aalborg  (14) . Las enmiendas más importantes que se han incorporado en este proceso son las siguientes:

- El término «urbano» se sustituyó por el término «local» en el texto del compromiso 2. La razón es enfatizar la idea de que este movimiento es potencialmente más amplio, que va más allá de la regulación de una red de ciudades.

- Se añadió al compromiso 3 el consenso para asegurar el acceso igualitario a los bienes naturales comunes.

- En el compromiso 4 se incorpora una referencia específica a los productos orgánicos, de etiqueta ecológica y de comercio justo.

- La recomendación para estimular la transición hacia los vehículos con bajas emisiones fue añadido como un nuevo objetivo en el compromiso 6.

- Por último, la modificación más significativa es la creciente preocupación por el uso de la energía y por los efectos del clima. En este sentido, el compromiso 10 intensifica la importancia de la protección al clima  (15) .

Desde la Conferencia de Aalborg+10 celebrada en 2004 en la citada ciudad danesa, más de 663  (16)  gobiernos locales han firmado los compromisos de Aalborg, lo cual demuestra que se considera una herramienta muy útil para enfocar los retos del desarrollo sostenible. La Carta de Aalborg ha sido suscrita hasta la actualidad por 2710 firmantes. No todas las entidades que suscribieron la Carta de Aalborg se han incorporado al compromiso «Construyendo el futuro». Los motivos no se refieren a su falta de aceptación sino a la tradicional lentitud que se impone en este tipo de procesos.

2.6.  Las Conferencias posteriores a Aalborg 2004: Sevilla 2007 y Dunkerque 2010. La futura Conferencia de Ginebra 2013

En estas Conferencias se reitera la importancia que para el desarrollo sostenible tiene la acción local, se revisan los avances realizados hasta el momento y se destacan las repercusiones que plantean en este ámbito la crisis económica y los nuevos datos del cambio climático. Este es el contexto en el que se plantea la Conferencia que se celebrará en Ginebra en el próximo año.

3.  LA AGENDA LOCAL 21 EN ESPAÑA

3.1.  Modelos de implementación de la Carta de Aalborg

En Europa los procesos de implantación de la Agenda Local 21 siguen distintos modelos en función de cuál sea el órgano impulsor  (17) .

El primer modelo se refiere a aquellos casos en que el Estado tiene un papel principal en el impulso del proceso. Este modelo lo siguen Suecia y Finlandia. En estos países nórdicos casi todas las ciudades han suscrito la Agenda 21 Local, pero la iniciativa no procede de las entidades locales o de los ciudadanos sino del Estado.

El segundo modelo se refiere a aquellos supuestos en los que la iniciativa no ha surgido de los poderes públicos, sino de los agentes sociales, como en el caso de Alemania. Es conocido que la Agenda 21 Local de la ciudad de Munich tuvo su origen en la Universidad, en foros convocados por los ciudadanos y los agentes sociales, asociaciones vecinales, etc. La Agenda no establece un proyecto global para el municipio, sino que se compone de proyectos o acciones concretas que presentan los ciudadanos u otros actores sociales. El Ayuntamiento solo ofrece una oficina como soporte para el ejercicio de estas actividades.

El tercer modelo se caracteriza porque el impulso se produce a través de entidades supramunicipales y regionales. A estas características responde el modelo francés. Se citan como ejemplos regiones como Midi-Pyrinées, o Pas de Calais que han sido grandes impulsoras de la Agenda 21 Local. También han recibido un apoyo importante del Ministerio de Medio Ambiente.

El cuarto modelo es aquel en el que el proceso se articula a través del impulso de asociaciones, institutos o empresas públicas que colaboran con las Administraciones. Este modelo se ha aplicado en Italia donde ha tenido una gran relevancia la participación de asociaciones e institutos de investigación como Ecopolis, Ambiente Italia y Legambiente, que trabajan para las administraciones locales y para las regiones. Cabe citar como ejemplo, Módena, donde una empresa ha impulsado el proceso de participación.

El modelo español participa de algunas características de los modelos expuestos pero no encaja en realidad en ninguno de ellos.

3.2.  El marco institucional español

3.2.1.  La implantación de la Agenda 21 Local en España

España es el país líder de la Unión Europea en implantación de la Agenda 21 Local, según el número de municipios españoles que han firmado la Carta de Aalborg. La implantación de la Agenda 21 Local en el territorio español alcanzaba más del 40% del total de los municipios en el año 2010  (18) . La implantación de Agenda 21 Local en España alcanzaba en ese momento a más de 2.500 municipios rurales y a más de 1.000 municipios urbanos en 2010. Esto supone que el 77% del total de municipios que se encuentran en proceso de A21L en España son rurales.

La Agenda 21 Local aplicada a los territorios rurales ha producido la aparición de nuevas figuras como las Agendas 21 Mancomunadas o Comarcales, así como la creación de nuevas estructuras de gobernanza. Estas nuevas figuras se crean para ofrecer apoyo a municipios que han iniciado proceso de Agenda 21. Entre éstas destacan fundamentalmente las redes de municipios por la sostenibilidad que surgen ante la necesidad de apoyo de municipios pequeños que no tienen capacidad para el desarrollo y seguimiento de las Agendas 21 Locales implantadas.

El elevado número de municipios que se encuentran en alguna fase de implantación de la Agenda 21 Local en España determina que exista una gran variedad de metodologías, modalidades y planificaciones en la aplicación del proceso.

3.2.2.  Los distintos niveles territoriales del Estado español ante la Agenda Local 21

El Estado español que surge a partir de la Constitución española de 1978 es un Estado descentralizado en dos niveles territoriales, las Comunidades Autónomas y las entidades locales -municipios y provincias-, dirigidos respectivamente por los Ayuntamientos y las Diputaciones Provinciales. Tanto el Estado, como las Comunidades Autónomas y como los Ayuntamientos, tienen distintas competencias en materia de desarrollo sostenible, tanto en materia de medio ambiente, como en relación con los diferentes aspectos económicos y sociales que integran la definición del concepto.

La articulación del ejercicio de las competencias entre los distintos niveles territoriales depende de la materia de que se trate. Con carácter general cabe afirmar que el Estado y las Comunidades Autónomas se reparten el ejercicio de la potestad legislativa, entre las diversas materias o incluso en algunos casos, como en relación con el medio ambiente, sobre la misma materia. En el caso del medio ambiente, según el art. 149.1.23 de la Constitución, corresponde al Estado la legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. Los Ayuntamientos y Diputaciones ejecutan la legislación estatal y autonómica. La garantía constitucional de la autonomía local permite a los Ayuntamientos el ejercicio de una potestad normativa propia que ejerce en el marco de lo dispuesto por la legislación estatal y autonómica.

La pertenencia del Estado español a las Comunidades Europeas -actual Unión Europea desde 1986 y la incorporación al ordenamiento español de la Carta Europea de la autonomía local- tampoco ofrece dudas en cuanto a la aplicación en nuestro Derecho del principio de subsidiariedad. Por lo tanto, cabe afirmar que las Administraciones correspondientes a los diversos niveles territoriales que articulan el Estado español son competentes en materia de desarrollo sostenible; las entidades locales, en virtud del principio de subsidiariedad que justifica su iniciativa en la gestión de los asuntos locales como Administración más próxima a los ciudadanos están legitimadas para suscribir la Carta de Aalborg y para impulsar en su ámbito territorial actuaciones en el marco del desarrollo sostenible.

En relación con la implantación de las Agendas 21 Locales en el plano internacional se ha destacado que existen dos factores determinantes en su desarrollo y efectividad en un determinado Estado. Estos factores son la existencia de una tradición asentada, tanto en relación con la vigencia y realidad de la garantía de la autonomía local como de preocupación por los problemas medioambientales. No cabe considerar que España se situara entre los países más avanzados en esta materia en los años 70 y 80 del pasado siglo, como era el caso de los países nórdicos europeos. No obstante, la promulgación de la Constitución de 1978 determinó nuevos planteamientos más avanzados tanto en lo relativo a la garantía de la autonomía local como en relación con la protección del medio ambiente  (19) .

Como consecuencia, en los últimos años de la década de los noventa existía en nuestro país un marco adecuado para el desarrollo e impulso del nuevo instrumento que había surgido en el marco del Derecho Internacional, la Agenda 21 Local.

En una primera fase, la iniciativa en relación con la Agenda 21 Local correspondió a las entidades locales, Ayuntamientos y Diputaciones provinciales. También la suscribieron Comunidades Autónomas uniprovinciales que ejercen las funciones que en las pluriprovinciales corresponden a las Diputaciones, como, por ejemplo, Navarra.

A partir del año 2000 se incrementa sustancialmente tanto el número de municipios que suscriben la Agenda 21 Local, como las redes que se van constituyendo. En 2005 se crea la Red de Redes de Desarrollo Local Sostenible al amparo del Ministerio competente en materia de Medio Ambiente. Esta Red se define como «foro de debate e intercambio de experiencias entre las distintas redes que a nivel autonómico y provincial trabajan por la Agenda Local 21, con el propósito de promover un concepto de ciudad compacta, compleja, eficiente y cohesionada socialmente, considerando, a su vez, el adecuado equilibrio entre el medio urbano y el rural»  (20) .

En 2006 se aprobó por el plenario de la Red de Redes la Estrategia de Medio Ambiente Urbano (EMAU) con el fin de adaptar a la realidad española la Estrategia Temática Europea de Medio Ambiente Urbano. La EMAU se estructura en los ámbitos temáticos de la estrategia europea (urbanismo, edificación, movilidad y gestión urbana) y añade un nuevo apartado dedicado a las relaciones urbano-rural. El objetivo de esta Estrategia es establecer las directrices que permitirán a los pueblos y ciudades de España desarrollar escenarios más sostenibles en la era de la información, promoviendo el modelo de ciudad compacta, compleja, eficiente y cohesionada socialmente  (21) .

En 2009 se aprueba la Estrategia Española de Sostenibilidad Urbana y Local (EESUL), de aplicación general en todos los municipios españoles, por tanto, no vinculada como la anterior a la Red de redes. La EESUL sigue el mismo esquema de la Estrategia europea incorporando dos temas nuevos: las relaciones campo-ciudad y el cambio climático. Su objetivo es exponer un conjunto de directrices y medidas comunes que permitan cambiar las pautas de desarrollo de nuestras ciudades que son insostenibles, con el fin de articular un instrumento adecuado a sus características, que facilite el desarrollo de políticas locales más sostenibles, sin invadir las competencias de las diferentes Administraciones.

El modelo de acción que diseña la Estrategia tiene carácter multisectorial. Se extiende a todos los ámbitos de intervención de las Administraciones Públicas vinculados con la sostenibilidad. Se pretende con ello adoptar medidas desde los distintos puntos de vista que incluye el concepto de desarrollo sostenible (ambiental, económico y social, e incluso, según tendencias recientes, cultural) y obtener efectos positivos derivados de la interrelación entre actuaciones que pueden ser de muy diferente naturaleza y finalidad, que se aplican de forma concentrada y planificada sobre cada territorio.

Dado que, como se ha expuesto, la distribución de competencias entre los distintos niveles territoriales en el Estado español determina su aplicación sobre un mismo espacio físico, la Estrategia exige la aplicación de un modelo de intervención multinivel, basado en la cooperación y colaboración entre la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y la Administración Local, cada una en el ámbito de sus respectivas competencias, sobre la base de una planificación de las actuaciones bajo un enfoque del desarrollo sostenible, lo que exige el establecimiento de los necesarios marcos de relaciones y vínculos de compromisos mediante los correspondientes convenios de colaboración. La regulación de esta Estrategia se articula, en su caso, con las que han sido implantadas en algunas Comunidades Autónomas.

Las cuestiones relacionadas con la gobernanza  (22)  son en la actualidad un elemento clave para la eficacia de las Estrategias, tanto a nivel internacional como nacional o autonómico, ya que son fundamentales para articular el ejercicio de competencias entre las distintas instancias territoriales, diseñando los procesos y elaborando los planes correspondientes.

La gobernanza multinivel que incluye la participación a diferentes escalas desde instituciones internacionales hasta entidades locales es, asimismo, clave para la institucionalización del desarrollo sostenible  (23) .

3.3.  La Agenda Local 21 en las Comunidades Autónomas

En este apartado se va a hacer referencia a las actuaciones dirigidas al impulso de la Agenda 21 Local en las Comunidades Autónomas. Se trata de ofrecer una visión general del origen y de las distintas entidades que han apoyado el impulso de creación de Agendas 21 Locales en las distintas Comunidades Autónomas, así como sobre el tipo de actuaciones vinculadas a su desarrollo que se han producido en los distintos territorios. La gran variedad de supuestos existentes dificulta el establecimiento de una sistemática precisa, por lo que se ha optado por clasificar la información por Comunidades Autónomas. No se pretende tampoco exponer exhaustivamente todas las actuaciones y normas vinculadas con la implantación de la Agenda 21 Local en las distintas Comunidades Autónomas, sino que solo se trata de ofrecer una muestra significativa que permita apreciar la variedad de estructuras y actividades que convergen en la puesta en práctica de estos procesos  (24) .

ANDALUCÍA

Dos acontecimientos relevantes marcan el desarrollo de la A21L en la Comunidad Autónoma andaluza: por un lado, la aprobación en el año 2000 por parte del Gobierno autonómico de la elaboración de una Agenda 21 para Andalucía; por otro, la creación en 2001, con el patrocinio de la Federación Andaluza de Municipios y Provincias (FAMP), de la Red de Ciudades Sostenibles de Andalucía (RECSA).

El proyecto del Gobierno andaluz se plasmó en la creación de un grupo de trabajo formado por miembros de las distintas consejerías que confeccionó un documento base que, más adelante, fue a su vez sometido al juicio de un grupo multidisciplinar de especialistas compuesto por más de 70 personas y de otro grupo, formado por agentes sociales y económicos, y coordinado por la Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía.

Por su parte, la RECSA está formada por todas las entidades locales que sean socias de la FAMP y que hayan acordado suscribir la Carta de Aalborg. Su objetivo es facilitar y fomentar el desarrollo de los municipios entre sí y con otras entidades públicas y privadas para el desarrollo sostenible de los núcleos urbanos andaluces. La primera iniciativa de la RECSA fue el programa Ciudad 21, destinado a municipios con más de 10.000 habitantes y puesto en marcha a través de un convenio de la FAMP con la Consejería de Medio Ambiente del Gobierno andaluz. Este Programa estableció los requisitos y procedimientos para que los municipios pusieran en marcha la A211L en la zona de su competencia. La Consejería de Medio Ambiente ha contribuido, mediante subvenciones, a la financiación de las actividades contenidas en el Programa Ciudad 21.

La Junta de Andalucía también ha puesto en marcha un sistema de indicadores medioambientales y ha constituido la Fundación Doñana 21, agencia de desarrollo que tiene como fin impulsar y coordinar el plan de Desarrollo Sostenible del Parque nacional de Doñana.

Las Diputaciones provinciales también han jugado en esta comunidad un papel reseñable en el desarrollo de la A21L. Las de Córdoba y Jaén fueron pioneras con iniciativas de soporte a la agenda y su ejemplo fue más tarde seguido por las de Huelva y Málaga. Esas iniciativas se han plasmado en la creación de observatorios y redes, tales como el Observatorio para la Agenda 21 de Córdoba y las redes de municipios implicados en la A21L creadas en las provincias de Córdoba, Málaga, Huelva, Jaén y Granada. Por otra parte, en 2007 la Junta de Andalucía propuso a las ocho Diputaciones de la Comunidad la Red de Redes Andaluzas por la Sostenibilidad con el objetivo de integrar a las redes por la sostenibilidad ya existentes y coordinar sus políticas ambientales.

ARAGÓN

La aprobación en 2001 por parte del Ayuntamiento de Zaragoza de un plan para llevar adelante en el municipio la A21L es la primera iniciativa relevante en la Comunidad de Aragón en relación con dicho documento y parece haber marcado la pauta en esta Comunidad. En Aragón, el desarrollo de la Agenda 21 ha dependido de la iniciativa local o comarcal, al no haber habido un impulso específico desde las entidades de rango autonómico. Después de Zaragoza se fueron sumando a la iniciativa otros Ayuntamientos y alguna Comarca, aunque el hecho de acometerla solamente con fondos propios hacía más complicada su viabilidad.

En tiempos más recientes el ejemplo y las referencias de lo llevado a cabo en otras Comunidades Autónomas y la posibilidad de conseguir subvenciones europeas han supuesto un estímulo para el interés por la Agenda 21 en Aragón, que por otra parte y hasta ese momento adolecía de descoordinación entre las agendas locales. Así, en Huesca se formó la Red RETE 21, que agrupa a localidades y comarcas que han puesto en marcha la A21L y las diputaciones de Zaragoza y Teruel promovieron iniciativas de promoción de la agenda. En la zona pirenaica de Huesca además se han llevado a cabo un buen número de actividades de información y formación en torno a la agenda.

El Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón creó un programa de subvenciones a las actividades de las entidades locales relacionadas con el desarrollo sostenible, pero ninguna de ellas está específicamente destinada al desarrollo de la A21L. El Gobierno también ha creado la Estrategia Aragonesa de Educación Ambiental, destinada a promover en los municipios la formación en estos asuntos.

ASTURIAS

El proceso de implantación de la Agenda 21 en Asturias dio comienzo de hecho en el año 2000, cuando por un lado vio la luz la primera A21L consolidada, la de la localidad de Pola de Lena y, por otro, se celebraron en las localidades de Mieres y Pola de Lena las I Jornadas: los Ayuntamientos de Asturias y la Agenda 21, en las que se acordó la firma de la denominada Declaración por el desarrollo medioambiental sostenible de Asturias, que pretendía servir de base para la puesta en marcha de una red regional de agendas 21.

Al año siguiente, y con motivo de un encuentro de similares características. La Consejería de medio Ambiente del Principado se comprometió a acelerar el impulso de la Agenda 21 y anunció la concesión de ayudas económicas para tal fin. Iniciativa relevante en torno a este asunto en la comunidad es la creación de la red de municipios llamada Agenda 21 Asturias, actualmente llamada Red Asturias 21 e integrada inicialmente por los ayuntamientos de Aller, Amieva, Cangas del Narcea, Lena, Llanes, Mieres y Salas, aunque actualmente forman parte de la misma la generalidad de los Ayuntamientos asturianos. Esta red surgió coordinada por el Centro de Cooperación y Desarrollo Territorial de la Universidad de Oviedo (CECODET), que además realiza cursos de Gestión Ambiental en torno a los postulados de la A21L.

CANTABRIA

El año 2004 resultó muy relevante para la actividad relacionada con la sostenibilidad en esta comunidad autónoma, pues en el mismo, por un lado, se creó el Consejo asesor de Medio Ambiente de Cantabria y en las mismas fechas se promulgó en el Decreto 10/2004, de 5 de febrero, por el cual se ponía en marcha y se regulaba el proceso de implantación y desarrollo en Cantabria de la A21L y se establecía la Red Local de Sostenibilidad. Esta red, impulsada por la Consejería de Medio Ambiente, pretendía constituir un marco común de actuación para los municipios cántabros que se comprometieran a utilizar la A21L como guía para sus políticas medioambientales.

El año 2004 marca, asimismo, el inicio del otorgamiento de subvenciones para impulsar este proceso y es también la fecha en que se presentó el Documento de Debate de la Estrategia de Educación Ambiental de Cantabria, en el que se presenta la Educación Ambiental como un componente básico para el desarrollo de la A21L.

CASTILLA-LA MANCHA

Las iniciativas relacionadas con la implantación de la A21L en esta Comunidad, que dieron sus primeros pasos gracias a los programas de apoyo impulsados desde las Diputaciones provinciales, han tenido dos focos principales. Uno es la puesta en marcha, en el año 2002, de la Red de Ciudades y Pueblos Sostenibles de Castilla-La Mancha, de la que forman parte los Ayuntamientos que han decidido trabajar en la citada implantación. En esta Red, en la que participan también la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y las Diputaciones Provinciales, se integraron las localidades que participaban en la ya existente Red de Ciudades Saludables, creada con anterioridad y que era gestionada por la Consejería de Sanidad El otro, la Estrategia Regional de Desarrollo Sostenible de Castilla-La Mancha, que articula los fines de sostenibilidad que se pretenden alcanzar, precisamente, con la Agenda 21.

Otro instrumento creado en esta Comunidad para el desarrollo de la A21L es el Pacto Municipio Sostenible, firmado entre la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y la Federación de Municipios y Provincias de Castilla-La Mancha, a partir del cual se ha elaborado una guía para la implantación de la A21L y códigos de buenas prácticas.

Por su parte, la Consejería de Medio Ambiente y Desarrollo Rural de Castilla-La Mancha acordó la concesión de subvenciones para la realización de actividades y proyectos relacionados con el desarrollo de la A21L, el cual, por otra parte, también ha sido apoyado por las Diputaciones Provinciales, concretamente en la realización de auditorías ambientales.

CASTILLA Y LEÓN

Esta Comunidad se sumó a la integración de estrategias medioambientales en la tarea administrativa y de gobierno con la elaboración de la titulada Estrategia de Desarrollo Sostenible de Castilla y León. Agenda 21, cuya publicación se hizo coincidir con el Plan de Desarrollo Regional 2000-2006. Esta Estrategia pretendía el impulso de actuaciones dirigidas al diagnóstico de la situación medioambiental y a la mejor gestión de la misma en los municipios de la comunidad.

Una de las prioridades que establece el documento es la promoción de la A21L y para ello se sirve diferentes herramientas como convenios de colaboración con entidades locales de más de 20.000 habitantes y con organizaciones no gubernamentales, subvenciones para actividades de educación medioambiental y cursos sobre la A21L; apoyo directo a la elaboración de la agenda y la realización de diferentes publicaciones, tanto en papel como en el ámbito web.

En distintas obras se destaca el papel jugado en el desarrollo de la Agenda 21 en esta comunidad por parte de dos organizaciones: una, la Red Palencia 21 Rural, impulsada por la Diputación de dicha provincia y que ha servido para promover la implantación de la agenda en el ámbito de la misma; otra, la Fundación Desarrollo y Naturaleza (DEYNA), constituida en 1992 como «un modelo de desarrollo sostenido y ecoevolutivo circunscrito a un territorio, la provincia de Soria». Esta fundación desarrolló un modelo de implantación de la Agenda 21 que ha sido adoptada por numerosos municipios españoles.

CATALUÑA

La asistencia de miembros del Gobierno de la Generalitat a la Cumbre de Río de 1992 es una muestra pionera de que en Cataluña el interés por la A21L se inició de manera temprana. Esta rapidez de respuesta se une al hecho de que muy probablemente es en esta Comunidad donde más se ha avanzado en el desarrollo de programas y acciones de sostenibilidad local. Cabe señalar aquí que en el año 1991 ya se había creado el departamento de Medio Ambiente y Vivienda de la Generalitat de Cataluña.

La primera iniciativa de la Generalitat relacionada con la A21L surge a partir de la Resolución de 27 de octubre de 1997 por la cual el Parlamento de Cataluña instó al Gobierno autonómico a impulsar la elaboración de la Agenda 21 para Cataluña. La Generalitat se propuso entonces tenerla aprobada para el año 2002 y dio comienzo el proceso de elaboración. La primera etapa del mismo la cubrió el trabajo del llamado Foro Consultivo de la Agenda 21 para Catalunya, compuesto por un centenar de expertos procedentes de diferentes ámbitos. Sus aportaciones sirvieron para que la Generalitat redactara las líneas principales de la agenda, un trabajo del que se encargó el Consejo Asesor para el Desarrollo Sostenible.

En la primera mitad del año 2001 se empezó a hacer partícipe a la sociedad catalana del trabajo que se había realizado y en el segundo semestre de dicho año se identificaron y definieron los grandes retos de la sostenibilidad local por parte de un grupo de altos cargos de la Generalitat con responsabilidades sobre sostenibilidad. El trabajo de este grupo, complementado con dictámenes externos, se plasmó en un documento que definía los retos estratégicos que se debían acometer y las posibles líneas de actuación para afrontarlos.

Dicho documento interdepartamental fue asimismo objeto de un proceso de consulta y participación, y, a partir de ahí, la Generalitat redactó la Propuesta de Agenda 21 de Cataluña, que finalmente fructificó en el documento Agenda 21 de Catalunya. El compromis d'un pàis pel desenvolupament sostenible global, el cual se presentó en la Cumbre Mundial de Desarrollo Sostenible celebrada en Johannesburgo en agosto de 2002.

Las iniciativas del Gobierno catalán en torno a la A21L se enmarcan en el denominado Programa para el Fomento de la Sostenibilidad Local, iniciado en 1998, mediante el cual la Generalitat asesora e incluso financia iniciativas de sostenibilidad a escala municipal y comarcal. Tres iniciativas interesantes surgidas al amparo de dicho programa, y que posteriormente han servido para canalizar las actuaciones aconsejadas por la A21L son: una, la Xarxa de Ciutats y Pobles cap a la Sostenibilitat, una red de municipios impulsada por la Diputación de Barcelona (institución a su vez muy activa en el terreno de la sostenibilidad) que trabaja en pro del desarrollo sostenible «y que se presenta como la experiencia más exitosa de trabajo en red en España»; dos, las Oficinas 21, asimismo creadas por la Diputación barcelonesa, y que son una agencia que trata de garantizar el desarrollo de la Agenda 21 conjugando la iniciativa y funciones gubernamentales con las ciudadanas; y tres, el Consejo de Iniciativas Locales para el Medio Ambiente (CILMA), instituido por la Diputación de Girona y cuyos objetivos son similares a los de la Xarxa: promoción de la sostenibilidad entre los gobiernos municipales, impulso de la A21L y asesoría a ayuntamientos y consejos comarcales.

En sentido inverso, si cabe la expresión, trabaja la Mesa por la Sostenibilidad de Cataluña, órgano que sirve de correa de transmisión de las aportaciones que sobre sostenibilidad surgen en el ámbito local hasta la Secretaría Técnica de la A21L de Cataluña.

Volviendo a la Diputación de Barcelona, es reseñable el interés que esta institución ha puesto en la comunicación del concepto de la A21L, y que se pone de manifiesto en la publicación de manuales y guías, bien de carácter técnico, bien en un tono más divulgativo, incluido el adaptado a los escolares; en la participación en foros de todo tipo sobre sostenibilidad, en la difusión del concepto que anima la agenda en sus espacios web y en la creación de la revista online Sostenible.es.

EXTREMADURA

Aunque en 2002 se empezó a trabajar en el ámbito de las Agendas 21 dirigiendo la iniciativa al ámbito local, en 2004 se reorientó el esfuerzo, desde la Consejería de Desarrollo Rural, a las Mancomunidades, lo que parecía un ámbito más adecuado dadas las características de homogeneidad de las comarcas de esta Comunidad Autónoma. Esta opción además permite ahorrar en recursos humanos y económicos. Como punto de partida se publicó la llamada Guía de Implantación de la Agenda 21 en Extremadura, en la que se designaba a la Consejería de Desarrollo como entidad coordinadora del proceso de implantación de la agenda, que en esta comunidad se concibe, por otra parte, como una herramienta de vertebración del territorio.

La Consejería ha aportado recursos al desarrollo de esas agendas 21 comarcales a través de la iniciativa europea INTERREG en sus diferentes fases. Por su parte, el Observatorio Español de Sostenibilidad señala que «en el proceso de implantación de la Agenda 21 en Extremadura se han detectada deficiencias por falta de intercambio de información y experiencias entre las entidades locales, problema que se podría afrontar por medio de la elaboración de una Red de municipios sostenibles de Extremadura, similar a las ya existentes en otras comunidades autónomas».

GALICIA

La promoción de la A21L corre a cargo en esta Comunidad Autónoma de la Consejería de Medio Ambiente. Dicha promoción se ha enmarcado en la Estrategia Gallega de Desarrollo Sostenible, y, desde 2002, se encargó de la misma el Centro de Desarrollo Sostenible, organismo dependiente de la Consejería, cuya función es exclusivamente el desarrollo de la sostenibilidad. Su primer plan para la implementación de la Estrategia se dividió en dos fases, una destinada a la integración de las cuestiones medioambientales en las políticas sectoriales y otra que se ocupaba de su incorporación a las políticas económicas y sociales.

Esta Estrategia dio un resultado pobre que constata el Observatorio de la Sostenibilidad en España al afirmar: «En el proceso de implantación de la A21L en Galicia se han detectado problemas como la exclusiva orientación ambiental, la poca participación ciudadana, de los agentes económicos y políticos, la escasa relación entre la A21L y los demás instrumentos de planificación, la necesidad de técnicos especializados en medio ambiente y la frustración ciudadana por los resultados obtenidos». Así se decidió la revisión de dicha estrategia, aunque se conservó el texto en que se basaba.

A partir de 2005 se inicia un proyecto de implementación de la Agenda 21 en toda Galicia con los objetivos de definir un nuevo concepto de desarrollo de las poblaciones, sean estas ciudades o villas, y el desarrollo de las mismas en armonía con el medio natural en que se asientan. Las áreas rurales (2003-2009) y urbanas (2003-2005) contaron con subproyectos específicos de implantación de la A21L. Además en el año 2006 se pusieron en marcha los Núcleos de Sostenibilidad Integrados, que son los municipios o entidades locales en los que se utilicen diversas herramientas relacionadas con la sostenibilidad, como la evaluación estratégica de sostenibilidad del Plan General de Ordenación municipal, las iniciativas relacionadas con la A21L, los planes medioambientales de las empresas, la gestión del ayuntamiento, etc.

En concreto, la promoción (y financiación parcial) de la A21L se ha llevado a cabo mediante la firma de convenios específicos entre la Consejería y los Ayuntamientos adheridos a la Carta de Aalborg. Es reseñable, por otra parte, el hecho de que en la Comunidad gallega las Diputaciones provinciales no han tenido un papel activo en relación con la A21L, ni tampoco se han creado, como en otras Comunidades, redes de municipios implicadas en el proyecto.

ISLAS BALEARES

La Conselleria de Medio Ambiente es el organismo encargado de las actividades de difusión y promoción del concepto de la A21L y de estimular actividades relacionadas con la misma. La primera, el programa ECOTUR, se puso en marcha en 1996; dicho programa tenía la promoción de la Agenda como fin prioritario. Para conseguirlo de manera más efectiva se creó un denominado Equipo de Dinamización, integrado por técnicos que asesoran a los Ayuntamientos en asuntos relacionados con la A21L. Es interesante mencionar también que tres años más tarde se aprobó la Ley 6/1999, sobre las Directrices de Ordenación Territorial de las Islas Baleares, cuya disposición adicional octava determinaba que el Gobierno balear es el encargado de tomar las medidas precisas para favorecer la aplicación de la A21L.

Muy relevante en relación con la misma es también la aprobación del Decreto 123/2002, de 4 de octubre, pues con él se tratan de normalizar los proyectos de implantación de la A21L hasta entonces en marcha, se insta a los municipios baleares que no lo hubieran hecho a iniciar sus propias Agendas 21 Locales y se constituyen la agrupación de ayuntamientos Xarxa Balear de Sostenibilitat y un Comité Especializado Insular en la A21L. El Decreto detallaba los contenidos mínimos de las agendas locales, una metodología para validar los documentos y los requisitos que los municipios debían cumplir para integrarse en la Xarxa. Ésta y el comité «se consideran como los pilares básicos sobre los que se sustentan estos procesos».

El año 2002 marca asimismo el inicio de la concesión de ayudas económicas por parte del Gobierno balear para la implantación de la A21L, ayudas que cuentan con reglamentación adicional desde que se promulgó la Orden de 15 de junio de 2006, que estableció las bases para la concesión de subvenciones relacionadas con la puesta en marcha de la A21L. Las actividades que se subvencionan son las siguientes: elaboración de documentos técnicos de la agenda, actividades de difusión del proceso y ejecución de proyectos.

El Gobierno balear ha realizado asimismo numerosas publicaciones en relación con la A21L (documentos técnicos, manuales, guías de buenas prácticas, recopilaciones normativas), ha puesto mucho énfasis en la determinación de Indicadores de Sostenibilidad, y se están potenciando las acciones de educación medioambiental y participación ciudadana a través del Forum per la Sostenibilitat de les Illes Balears.

ISLAS CANARIAS

En esta Comunidad Autónoma, de territorio fragmentado y heterogéneo, el proceso de implantación de la Agenda 21 se ha orientado a la creación de una Estrategia que sirviera de marco de referencia general. En este marco corresponde a los Ayuntamientos y Cabildos formular sus propias agendas y articular sus planes de acción.

Los postulados de la A21L fueron objeto de un ciclo formativo para técnicos municipales en 2001 e introducidos en la Estrategia de Desarrollo Sostenible de Canarias (Agenda de Canarias). En 2002 se firmó un convenio entre la Consejería de Política Territorial y Medio Ambiente del Gobierno canario, la Federación Canaria de Municipios (FECAM), la Universidad de las Palmas de Gran Canaria y la Fundación Canaria Universitaria que tenía como fin la creación y desarrollo de los criterios que deberían usarse para la implantación de la A21L. Este convenio se complementó con otro, sellado entre la Consejería y la FECAM, para la formación de responsables y técnicos locales, la provisión de información y servicios a los Ayuntamientos y la definición de objetivos de política medioambiental.

Otras iniciativas que fueron plasmadas en normas de diferente rango pero que finalmente no han llegado a realizarse como consecuencia de lo que parece un progresivo desinterés de las autoridades por la Agenda 21, han sido la creación del Foro Canario para el Desarrollo Sostenible, del Observatorio para el Desarrollo Sostenible, así como la puesta en marcha de oficinas locales y de una red de agentes locales que orientaran, articularan la participación ciudadana en el eventual proceso de implantación de la A21L.

Una iniciativa local destacable en cuanto a trabajo sobre la A21L en Canarias es la Asociación para el Desarrollo Rural de la Isla de La Palma, que asesora a entidades de la isla y les proporciona asistencia técnica para el desarrollo de sus respectivas Agendas.

LA RIOJA

La Consejería de Turismo y Medio Ambiente fue la impulsora, a partir del año 2001, del proceso de desarrollo de políticas de sostenibilidad en el ámbito de esta comunidad, plasmadas en la Estrategia Regional de Desarrollo Sostenible y dentro de las cuales se enmarca la implantación de la A21L.

El planteamiento se refería a la colaboración, en cada municipio, entre los técnicos de la Dirección General de Calidad Ambiental, los del Ayuntamiento en cuestión y los de las empresas consultoras seleccionadas para realizar la asistencia técnica. El propio año 2001 este planteamiento se plasmó en el proyecto llamado Puesta en marcha y seguimiento de la A21L en siete Municipios de La Rioja. El proyecto pretendía ser una prueba piloto que sirviera de modelo para la puesta en marcha de la Agenda en todo tipo de Ayuntamientos, y por esta razón el conjunto de los elegidos para el mismo abarcaba características diferentes en cuanto a número de habitantes, ubicación y actividad económica principal. Cada uno de los municipios elegidos fue escenario de múltiples actividades e iniciativas en torno a la Agenda 21 (celebración talleres de trabajo intermunicipales, creación de comisiones de sostenibilidad municipal y realización de jornadas para profesionales y de sesiones de participación ciudadana).

En esta Comunidad Autónoma, por otra parte, se elaboró una propuesta específica para el desarrollo de la Agenda 21 en municipios que se administran en régimen de mancomunidad, que abundan en esta Comunidad Autónoma. La primera en surgir fue la Agenda 21 de la Mancomunidad de Dinamización Turística, que integra tres Ayuntamientos: Arnedillo, Enciso y Munilla.

MADRID

El desarrollo de la A21L en la Comunidad de Madrid se inició en el año 1995 con la elaboración de un primer documento relativo a la misma por parte del Gobierno autonómico y la decisión de implantarla por parte del Ayuntamiento de Alcobendas, pero no fue hasta el 2002 cuando esta iniciativa tomó impulso, a partir de la experiencia de los primeros municipios que la pusieron en marcha. Sin embargo, en el año 2002, la Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad de Madrid organizó diversas actuaciones en colaboración con la Fundación para la Investigación del Desarrollo Ambiental (FIDA), creada en 1992 por el Gobierno de la Comunidad de Madrid y que ha jugado un papel relevante en el desarrollo de la Agenda 21 en esta Comunidad Autónoma.

Entre las actuaciones citadas están la creación de un Observatorio de Agendas 21 en Madrid, España y Europa; la elaboración de unos parámetros medioambientales comunes para el desarrollo de la A21L, la propuesta de indicadores medioambientales, la organización de seminarios y foros para promover el desarrollo de la Agenda, el establecimiento de convenios con entidades locales para el mismo fin, la puesta en marcha de la llamada Agenda 21 Escolar, la firma de convenios para el establecimiento de Proyectos Semillero, que tienen como fin apoyar la puesta en marcha de la A21L en municipios y mancomunidades con recursos escasos, pero ricos en conservación ambiental y la Estrategia de implantación de la Agenda en áreas de montaña.

En el año 2003 la Agencia de Medio Ambiente de la Comunidad de Madrid presentó el documento Madrid 21. Estrategia para el Desarrollo Sostenible de la Comunidad de Madrid, en cuya elaboración participaron numerosos agentes sociales de los ámbitos público y privado y que desde entonces ha servido de guía para las actuaciones en el ámbito medioambiental de las entidades locales. La Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del territorio, por su parte, ha financiado muchas actividades encaminadas a la implantación y desarrollo de la A21L, así como ha arbitrado la concesión de subvenciones a las entidades locales y a organizaciones sin ánimo de lucro con el mismo fin.

Aparte la citada FIDA, otro organismo cuya actividad puede citarse en relación con la implantación de la agenda en la comunidad madrileña es el Observatorio Internacional de Ciudadanía y Medio Ambiente Sostenible.

MURCIA

El Gobierno de la Comunidad Autónoma de la región de Murcia fue el impulsor inicial de la idea de corresponsabilidad municipal en materia de desarrollo sostenible y de la A21L como instrumento idóneo para conseguir dicho fin. Así, a lo largo de la primera década del presente siglo se firmaron diversos Acuerdos entre el Gobierno, a través de su Consejería de Medio Ambiente, la Federación de Municipios de la Región de Murcia y los Ayuntamientos implicados. El firmado en 2006 incluía como requisito que los municipios que lo firmasen se adhiriesen a la Carta de Aalborg y tenía como objetivo específico la implantación y desarrollo de la A21L. Para ello se establecían diversas herramientas: puesta en marcha de gabinetes medioambientales en los Ayuntamientos y la Federación; creación de la Oficina Regional de la A21L y de la Red de Municipios Sostenibles de la Región de Murcia; desarrollo del Foro Local 21 de la Región de Murcia como entidad de carácter consultivo, de coordinación y cooperación.

NAVARRA

La Consejería de Medio Ambiente del Gobierno navarro es el organismo encargado de las actividades que se llevan a cabo en la comunidad en relación con la A21L. El inicio de las mismas se puede situar en 1998, cuando se reorganizó el Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda, al que se incorporó la Sección de Medio Ambiente Urbano, la cual tenía entre sus atribuciones el desarrollo de las agendas 21 locales, así como, entre otras funciones y como paso previo a la puesta en marcha de las agendas, el fomento de la realización de auditorías medioambientales municipales.

En 1999 se iniciaron las primeras agendas 21 en esta comunidad autónoma y en 2002, como resultado de la progresiva puesta en marcha de las mismas en un número creciente de municipios se creó la Red Navarra de Entidades Locales hacia la Sostenibilidad, que integra precisamente a aquellas que han puesto en marcha la agenda. Sus fines son la cooperación para el estímulo del desarrollo sostenible, promover la interrelación de los aspectos medioambientales con los sociales y económicos, y el intercambio de experiencias por parte de autoridades, técnicos y ciudadanos.

Los datos generados por la puesta en marcha de las agendas y el interés por hacerlos útiles han servido a su vez al Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda para la creación del Sistema de Indicadores de Sostenibilidad de Navarra, un sistema de indicadores homologado que se constituye como una destacada base de datos sobre sostenibilidad en la Comunidad Navarra. Es interesante asimismo destacar que la Comunidad Foral de Navarra participó en SISAL21, proyecto europeo destinado a impulsar la cooperación transfronteriza entre entidades locales en temas de sostenibilidad y que usa como nexo de unión la A21L.

Desde 1999 se han establecido premios de desarrollo local sostenibles, se han publicado catálogos de buenas prácticas y se han establecido mecanismos para que en los procesos de implantación de la A21L participen todos los agentes locales; foros, comités, jornadas, encuestas y talleres.

PAÍS VASCO

Esta Comunidad es escenario de numerosas iniciativas y proyectos en pro de la conservación del medio ambiente y del desarrollo sostenible, cuyo punto de partida quizá pueda situarse en el año 1998, cuando se aprobó la Ley General de Protección de Medio Ambiente del País Vasco 3/1998.

En referencia a la Agenda Local 21, el primer paso se dio en 2000 con la publicación por parte del Gobierno Vasco del Programa de Promoción de A21L en municipios vascos, por el que se aportaron fondos al desarrollo de Udatalde 21, proyecto piloto de implantación de la Agenda en municipios de la comunidad. Esta experiencia inicial permitió una primera identificación de necesidades de los Ayuntamientos, al tiempo que el trabajo conjunto de diversas instituciones permitió definir, en el propio año 2000, la estrategia AIDA (Atención, Interés, Demanda, Acción) para el desarrollo de hecho de la A21L en los municipios vascos. Dos años después, el interés por la Agenda era generalizado en los Ayuntamientos de la Comunidad.

Precisamente en el año 2002 -ya con numerosas Agendas 21 en marcha y en cumplimiento del mandato de la Ley 3/1998- se da forma a la Estrategia Ambiental Vasca de Desarrollo Sostenible (EAVDS 2002-2020), un intento de dotar de ordenación estable y duradera a la política medioambiental. El mismo año, un total de dieciséis Ayuntamientos constituyeron la Red Vasca de Municipios por la Sostenibilidad (Udalsarea 21), que agrupaba a municipios que ya habían efectuado el diseño de sus respectivas Agendas 21 y se disponían a iniciar sus procesos de sostenibilidad local en virtud de las mismas. La red está compuesta por dichos municipios, lógicamente; el Departamento de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio del Gobierno vasco; los Departamentos de Medio Ambiente de las Diputaciones forales de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa, la Sociedad Pública de Gestión Ambiental IHOBE y la Asociación de Municipios Vascos EUDEL.

Después de sus primeros años de actividad, en su plan estratégico correspondiente al periodo 2006-2009, Uldalsarea 21 estableció un conjunto de iniciativas entre las que se encontraban la creación de un servicio de asistencia en la gestión de los procesos de implantación de las A21L y la puesta en marcha del Observatorio de Sostenibilidad Local de la Comunidad Autónoma del País Vasco para el seguimiento del cálculo de indicadores medioambientales y la evaluación de los planes puestos en marcha.

También hay que hacer mención en este entorno del I Programa Marco Ambiental (2007-2010), elaborado en el marco de la EAVDS 2002-2020, que da continuidad a las líneas de actuación establecidas anteriormente, incorporando los núcleos urbanos a los objetivos de sostenibilidad.

Los programas puestos en marcha en el marco de Udaltalde 21 y Uldalsarea 21 han contado con importantes inyecciones de fondos por parte del Gobierno Vasco en forma de subvenciones a Ayuntamientos y Mancomunidades que estaban desarrollando sus agendas 21. También IHOBE ha destinado ayudas económicas al proceso y ha desarrollado diversas iniciativas técnicas y de comunicación en apoyo de los planes de sostenibilidad. También las Diputaciones Forales han realizado contribuciones económicas para financiar actividades de los Ayuntamientos en pro del desarrollo sostenible y los planes de acción de las A21L.

Puede ser relevante señalar en relación con este asunto que el presupuesto de las actuaciones tanto de Udaltalde 21 como de Udalsarea 21 es compartido por el Gobierno Vasco a través del Departamento de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, las Diputaciones Forales y los Ayuntamientos.

VALENCIA

Después de que en 2002 el Gobierno valenciano aprobara el documento base para la adopción de la Estrategia para el Desarrollo Sostenible de la Comunidad Valenciana, en 2004 se publicó el Manifiesto de la Sociedad Valenciana por un Desarrollo Sostenible del Territorio y dos años más tarde se firmó un convenio marco de colaboración entre Consejería de Territorio y Vivienda de la Generalitat Valenciana y las Diputaciones de Alicante, Castellón y Valencia para poner las bases del desarrollo de estrategias locales de sostenibilidad basadas en la A21L. Estas iniciativas, sin embargo, no han fructificado en un proceso de implantación de la agenda en esta comunidad, pues las actuaciones a que han dado lugar han sido bastante aisladas y el Gobierno autonómico tampoco se ha mostrado muy activo.

En cambio, la actividad en el ámbito provincial, debido a la iniciativa de las Diputaciones, ha sido en este sentido más relevante. La de Valencia asumió el compromiso de liderar el desarrollo de la A21L después de que se celebrara en 1995 en la capital levantina la II Conferencia de Ministros y Responsables Políticos de las Regiones de la Unión Europea en materia de Medio Ambiente, y en 2000 presentó a los municipios la llamada Carta de Xátiva en la que se proponía la creación de la Red de Municipios Valencianos hacia la Sostenibilidad como ente coordinador del proyecto de implantación de la agenda. La Carta contó con la adhesión, no solo de un muy alto número de municipios, sino también de empresas, universidades y asociaciones. La Red pretendía propiciar el intercambio de experiencias sobre el desarrollo de la Agenda y la captación de subvenciones destinadas a dicho desarrollo. Dentro de la actividad de la Diputación en el campo del desarrollo sostenible a escala local figura también la realización de auditorías ambientales en diferentes municipios.

Por su parte, la Diputación Provincial de Alicante estimuló la creación de Alicante Natura Red Provincial de Agendas 21 Locales para integrar los principios del desarrollo sostenible en las políticas de los municipios de la provincia. También se creó la llamada Oficina 21, entre cuyas funciones está la de prestar apoyo económico, asesoría y asistencia técnica a los planes locales de sostenibilidad, especialmente en el caso de los municipios con menos recursos. También hace un seguimiento del proceso de implantación de la A21L en la provincia, que tiene una guía, por otra parte, en la llamada Carta de Catí, redactada en 2005 y que ha servido de documento de adhesión de los municipios a Alicante Natura Red Provincial de Agendas 21. Entre los compromisos que recoge la carta está la firma de convenios para la realización de auditorías ambientales, que han contado con una línea de subvenciones por parte de la Diputación Provincial.

3.4.  La evaluación de la implantación de Agenda Local 21 en España

El análisis de los informes que ha emitido en los últimos años el Observatorio de la sostenibilidad en España  (25)  muestra los problemas que se han planteado en el proceso de implantación de las Agendas 21 Locales. Cabe destacar fundamentalmente dos fuentes que permiten analizar este proceso: por un lado la monografía, Sostenibilidad Local, una aproximación urbana y rural, de 2006, y por otro lado los Informes anuales del Observatorio, que comienzan a incluir valoraciones sobre el proceso de implantación de la Agenda 21 Local fundamentalmente a partir de 2009.

En la monografía temática, Sostenibilidad Local, una aproximación urbana y rural  (26) , tras destacar que es Europa el Continente en el que más se ha extendido la Agenda, por su nivel de desarrollo y por el impulso que le han dado las instituciones europeas, se señala que en España ha habido una gran implantación de la Agenda, con un gran número de suscriptores de la Carta de Aalborg, pero que lamentablemente este compromiso se queda en lo puramente nominal y no tiene demasiada implicación práctica. En este sentido se indica que gran parte de los municipios españoles que suscribieron la Carta de Aalborg no han firmado el Compromiso de Aalborg 2004.

El análisis se plantea en relación con dos grandes sectores, las capitales de provincia y el ámbito rural  (27) .

En primer lugar se destaca que en las capitales de provincia el impulso para suscribir la Agenda 21 Local procede del propio Ayuntamiento, a diferencia de lo que ocurre en la generalidad de los demás municipios españoles en los que la Diputación o el Gobierno autonómico son los que la promueven y cofinancian. La mayoría de las capitales de provincia tienen presupuesto para afrontar la financiación de estos proyectos, cuestión en la que hay que destacar la importancia de la posibilidad de contar con Fondos estructurales europeos. En muy escasas ocasiones las capitales de provincia cuentan para su financiación con fondos de las Diputaciones o autonómicos.

En la mayoría de las capitales de provincia, la participación ciudadana es poco relevante, los participantes son poco representativos y las reuniones son escasas, lo cual desvirtúa la aplicación de los principios del desarrollo sostenible.

No existen muchos municipios que hayan aprobado el Plan de Acción y, cuando lo hay carece de concreción, al no definir plazos, ni reparto de responsabilidades, o competencias, ni presupuesto pormenorizado, etc. La mayoría de los Planes y las Agendas tienen carácter exclusivamente ambiental, desconectado de las vertientes económica y social. No se ven como Planes Estratégicos para el desarrollo sostenible de la ciudad en su acepción más general, sino como instrumentos para el desarrollo de la protección ambiental. En general no existen instrumentos para la evaluación ni herramientas que hayan permitido la realización de análisis comparados que aporten resultados sobre el estado de la cuestión en este ámbito.

Por lo que se refiere a los municipios rurales, constituyen numéricamente la mayoría de los que están en el proceso de implantación de la Agenda. En estos casos la posibilidad de articular la participación ciudadana es aún más compleja que en los anteriores. Por otra parte, los medios disponibles suelen ser escasos y la preparación técnica y la disposición de instrumentos para la implementación del proceso prácticamente nula en muchos de los casos. Esto ha determinado la enorme importancia que tienen en estos casos las Diputaciones Provinciales y las Comunidades Autónomas, que llegan a financiar el 100% de muchas Agendas en este ámbito.

El déficit técnico y de personal de los municipios pequeños ha determinado el fracaso de la Agenda aun en casos en los que ya había sido implantada. De ahí la gran importancia que en el proceso de desarrollo de las Agendas en España están teniendo tanto las Agendas 21 Mancomunadas o Comarcales, que dotan de tutela y apoyo a los municipios supliendo sus déficits estructurales y facilitando un apoyo permanente, como las Redes de municipios por la sostenibilidad, que han favorecido el seguimiento de los Planes y un mayor impulso para la implantación de la Agenda en el ámbito rural. Por último, solo queda destacar que también en el ámbito rural la Agenda se ha considerado básicamente vinculada a la protección ambiental, con escasas referencias a otros factores que deberían integrar las políticas dirigidas a la consecución de un desarrollo sostenible.

El conjunto de las Redes provinciales o autonómicas a las que se ha hecho referencia conforman la Red de Redes de Municipios para la Sostenibilidad que se integra en el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. La Red de Redes de Desarrollo Local Sostenible (RdR/DSL)1 se constituyó en noviembre de 2005, dando cabida a las distintas estructuras que a nivel regional y provincial están relacionadas con iniciativas de desarrollo sostenible local como la Agenda 21 Local. Según datos de julio de 2012, la Red de Redes abarca, en conjunto, más de 2.400 entidades locales y a más de 24 millones de ciudadanos.

En el periodo comprendido entre junio y octubre de 2011 se cursó un cuestionario a las Redes integradas en la «Red de Redes» del Ministerio con la finalidad de obtener un mejor conocimiento de la realidad de los procesos de Agenda 21 en España, que aportó los siguientes resultados:

1. La red más antigua es la «Xarxa de Ciutats i Pobles cap a la Sostenibilitat» que actúa en la Provincia de Barcelona, y en Cataluña desde 1995.

2. Durante el periodo 2000-2006 se constituyen la mayoría de las redes analizadas.

3. El 60% de las Redes son responsabilidad de alguna administración local de ámbito provincial que tiene entre sus objetivos favorecer el desarrollo sostenible en el territorio, prestando especial atención a la puesta en común de experiencias en relación a la aplicación y seguimiento de las A21L.

4. La mitad de las redes cuentan como media con dos personas empleadas y con unos fondos en los que resulta determinante una aportación europea.

5. Los tres requerimientos más usuales de las redes que imponen a los candidatos a formar parte de ellas son: inscripción en el registro de la red de la A21L; adhesión a la Carta de Aalborg y/o Compromisos de Aalborg; aprobación en el pleno municipal de algún compromiso local (plan de acción y seguimiento de la AL21, o los estatutos, o la Carta y Compromisos de Aalborg).

6. La mayoría de las Agendas están en estos momentos en fase de implantación o desarrollo.

7. Entre los proyectos diseñados y ya desarrollados por estas redes destacan los de carácter puramente ambiental; en segundo lugar los socioeconómicos, y a mucha distancia de estos aquellos proyectos orientados a la mejora de la gobernanza.

8. La mayoría de las redes pretenden un intercambio fluido de experiencias entre sus municipios, para lo cual resulta muy usual la publicación en cada una de ellas de un catálogo de «Buenas Prácticas», el diseño de una web al efecto o el establecimiento de una plataforma con una función de acompañamiento para sus municipios, ocupando la realización de encuentros un lugar destacado.

9. Todas las redes organizan jornadas formativas sobre temas de interés en referencia al desarrollo sostenible local.

10. Tan solo dos redes no desarrollan tareas de asistencia técnica, ni demandan información a sus municipios sobre el desarrollo y cumplimiento de los objetivos planteados con las actuaciones emprendidas.

11. Doce de las diecisiete redes que componían en ese momento la Red de Redes desarrollan informes periódicos sobre las actuaciones llevadas a cabo y los objetivos logrados.

12. En la mayoría de las redes españolas la falta de realización de las tareas y acciones comprometidas por sus municipios no implican la expulsión de la red, puesto que sólo en el 35% de las redes se identifican ciertos criterios mínimos a cumplir para seguir formando parte de la red.

13. Únicamente en la «Xarxa Balear de Sostenibilitat», el «Consell d'Iniciatives Locals per al Medi Ambient de les Comarques de Girona», y en la «Red Navarra de Entidades Locales hacia la Sostenibilidad» se ha tomado la decisión de expulsar a algún miembro «incumplidor».

En conclusión, cabe afirmar que la mejora en el número, diversidad y calidad de las redes existentes en el territorio español resultará determinante para lograr sinergias que posibilitarán tanto una mayor habitabilidad de los municipios afectados como una mejor implantación de las estrategias orientadas al logro del desarrollo sostenible.

A continuación se hace referencia a los resultados de los informes del Observatorio de la Sostenibilidad de España sobre la implantación de la Agenda 21 Local en España. En el informe de 2009  (28) , el Observatorio de la Sostenibilidad de España destaca como factor esencial -a tener en cuenta para analizar los indicadores de sostenibilidad- la distribución espacial. En este informe se hace una breve referencia al desarrollo de la Agenda Local 21, que se expone a continuación.

En España la Agenda Local 21 se encuentra impulsada por Diputaciones provinciales y Comunidades Autónomas, que son las entidades que dotan fundamentalmente de financiación a los Ayuntamientos, en ocasiones hasta el 100%, para su implantación. España era en ese año el país europeo con mayor grado de implantación de la Agenda Local 21. No obstante, hay que tener en cuenta que la inexistencia de registros oficiales a nivel nacional de las iniciativas sobre implantación de Agenda 21 Local había dado lugar a que el análisis sobre los procesos de implantación se basara en la información suministrada por las propias redes existentes de municipios hacia la sostenibilidad que lideraban procesos de implantación en las diferentes CC.AA. o provincias.

Sin embargo, el informe indica que, sin perjuicio de la difusión de la Agenda en los municipios españoles y de que merece una valoración positiva desde el punto de vista del impulso que determina en relación con la participación en la elaboración de los planes de acción de las Agendas Locales, «no se ha desarrollado como una verdadera herramienta para el desarrollo sostenible, sino que ha sido más utilizada para el desarrollo de planes ambientales».

Una de las razones de la falta de eficacia de los planes de acción que se han realizado al amparo de las Agencias 21 locales ha sido su falta de articulación con las políticas y planes estatales, autonómicos y regionales o comarcales. Algunos autores han resaltado esta circunstancia que determina -según el informe- que en muchas ocasiones se conviertan en «tratados de intenciones o quimeras inalcanzables».

La creación de redes de municipios por la sostenibilidad o Redes de Municipios sostenibles que supone la creación de estructuras de apoyo e intercambio de experiencias en el ámbito local, se considera una de las aportaciones más importantes de la Agenda Local 21 en España. La Xarxa en Cataluña, RECSA en Andalucía, Xarcia en la Comunidad Valenciana, Udalsarea 21 en el País Vasco, la Red de Ciudades y Pueblos Sostenibles de Castilla-La Mancha, la Red NELS en Navarra y la Xarxa Balear son algunas de las principales redes existentes. A estas hay que añadir otras de más reciente creación, como la Red de municipios hacia la sostenibilidad de la provincia de Castellón (REDCAS), la Red granadina de municipios hacia la sostenibilidad o la Red de pueblos y ciudades sostenibles de la provincia de Zaragoza. El informe destaca que Extremadura e Illes Balears son las CC.AA. que presentan el mayor porcentaje de municipios que han iniciado el proceso de A21L, si bien mientras en Extremadura predominan las A21L desarrolladas a nivel comarcal, en Illes Balears prevalecen generalmente las Agendas 21 locales. Además, el Observatorio señala que la calidad y rigor desarrollado en las Agendas 21 Baleares es mayor que en las de Extremadura, donde sólo se tiene conocimiento de la realización de las auditorías y no del grado de desarrollo de los planes de acción de éstas.

Principado de Asturias, Cantabria y País Vasco son, tras de Extremadura e Illes Balears, las CC.AA. con mayor porcentaje de implantación. Castilla y León y La Rioja siguen siendo las CC.AA. donde menos se han desarrollado estos procesos.

De cara al futuro se indica que el desarrollo de la Agenda Local 21, fundamentalmente la aprobación de Planes de Acción, exige mayor apoyo técnico y formativo, el refuerzo de las estructuras de participación, lo cual exige una mayor dotación económica.

En la presentación del informe de 2010 se hace referencia a la crisis económica, destacando que esta situación supone aún una mayor exigencia en el avance hacia un desarrollo sostenible. El informe expone que la salida de la crisis pasa por establecer procesos que permitan la disociación absoluta entre el crecimiento económico y la degradación ambiental y el uso de recursos. En este informe no se hace referencia expresa a la Agenda Local 21.

El informe de 2011 pone de manifiesto, en un contexto de crisis, la necesidad de encontrar un nuevo modelo de desarrollo con futuro y que sea verdaderamente sostenible en la triple dimensión económica, social y ambiental. En este sentido señala que la grave crisis que vivimos está produciendo algunos cambios en el modelo de desarrollo español, aunque no necesariamente dichos cambios orientan el modelo hacia una mayor sostenibilidad. Sin embargo, se afirma que, si bien desde una perspectiva amplia de sostenibilidad no se han producido grandes avances, sí ha habido progresos en algunos indicadores de sostenibilidad ambiental: se observan mejoras de eficiencia de los procesos productivos y efectos positivos de algunas políticas ambientales.

4.  REFLEXIÓN FINAL  (29) 

El fundamento de la atribución de las competencias para impulsar las Agendas 21 Locales a los municipios es la aplicación del principio de subsidiariedad, que pretende acercar la toma de decisiones al ámbito administrativo más próximo al ciudadano, el ámbito local. En este caso, además, no es suficiente con atribuir la tona de decisiones a este nivel de Administración territorial, sino que además constituye un elemento fundamental la participación en el proceso de los propios ciudadanos, directamente o a través de asociaciones, colectivos u otros agentes sociales. En este contexto no aparecen prima facie las Comunidades Autónomas como un sujeto relevante para el desarrollo de la Agenda.

Sin embargo, este planteamiento inicial del significado de la Agenda 21 Local en la Cumbre de Río de 1992, y posteriormente en las sucesivas Cartas de Aalborg, 1994 y 2004, no es realista. La implantación de las Agendas, más allá de la iniciativa municipal exige la participación y el apoyo de las otras Administraciones. Si bien, indudablemente, la detección de los problemas es más efectiva en el ámbito más próximo, su solución no siempre está al alcance de las entidades locales.

En España el apoyo estatal fue tardío. A partir de la creación de la Red de Redes, más o menos tutelada por el actual Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente en 2005 y con el desarrollo de las diversas Estrategias vinculadas al desarrollo sostenible y al medio ambiente urbano, en 2006, el Estado se vincula en una cierta medida a estos procesos.

En relación con las Comunidades Autónomas es preciso destacar dos modalidades; la actuación de las Comunidades Autónomas uniprovinciales y las de las demás.

En relación con las primeras concurre una particularidad, que se refiere a su actuación en la práctica en algunos casos como auténticas entidades locales, en la medida en que desempeñan en relación con sus municipios las mismas funciones que las Diputaciones Provinciales. En estos casos hay ejemplos como la Comunidad Foral de Navarra que han suscrito directamente la Carta de Aalborg.

El resto de las Comunidades Autónomas, con distinto grado de implicación en relación con esta materia, han otorgado financiación, han elaborado en algunos casos Estrategias de desarrollo sostenible, han creado Fundaciones o Institutos Públicos para apoyar la promoción y el desarrollo de las Agendas, así como la participación ciudadana y la vertiente educativa.

Tanto en las Comunidades Autónomas uniprovinciales como en las pluriprovinciales se han creado redes que ofrecen su soporte técnico especialmente a municipios pequeños o rurales que carecen de la infraestructura y presupuesto necesario para desarrollar estos proyectos.

La clave para que las Agendas no sean meros instrumentos de marketing con los que acreditar la modernidad del municipio, aunque su eficacia práctica se limite a escasas acciones puntuales, vinculadas exclusivamente con el medio ambiente, pasa por la garantía de una gobernanza adecuada a los retos que plantea el desarrollo sostenible.

Se trata de una gobernanza multinivel que además debe ser compatible con la transversalidad que deriva de la multiplicidad de los sectores a los que afectan estas políticas, que, como reiteradamente se ha expuesto a lo largo de este trabajo, no sólo deben orientarse a la protección ambiental, sino que deben tener en cuenta factores económicos, sociales e incluso culturales.

Este planteamiento debe permitir enfocar una planificación estratégica del municipio que se encuadre en las Estrategias de los niveles territoriales superiores, lo cual permitirá el apoyo financiero y su operatividad. Todo ello en el marco de una adecuada participación ciudadana que exige el propio concepto de gobernanza, y que refuerza la legitimación democrática del proceso.

En este esquema la participación de las Comunidades Autónomas ha sido y será muy importante en relación con el proceso de implantación real de las Agendas 21 Locales, en la medida en que continúen impulsando estos proyectos, fortaleciendo las redes, aportando soporte técnico y financiero y articulando los necesarios mecanismos de colaboración entre las distintas Administraciones, de forma que sea posible aproximarse en un futuro cercano a los retos que suscita el desarrollo sostenible.
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AGUADO MORALEJO, I., La Agenda Local 21 como instrumento de desarrollo sostenible, Tesis doctoral, Bilbao, 2005, pág. 78.

Aguado expone que el segundo informe del Club de Roma moderó, en cierta medida, su postura, pero siguió incidiendo en la escasez de los recursos. Planteaba un crecimiento orgánico, es decir, equilibrado y diferenciado por regiones, consistente en limitar el crecimiento como si la economía se tratase de un organismo vivo. Incidían en que el mundo no es un Sistema homogéneo, tal y como había considerado el Primer Informe del Club de Roma, sino un Sistema heterogéneo formado por regiones interactuantes. No temían tanto al colapso mundial, sino a catástrofes regionales que pudiesen resentir la situación global. Para evitar estas crisis instaban a implementar estrategias y acciones conjuntas a nivel global, que tuviesen una visión a largo plazo y buscaran una identificación con las generaciones futuras. AGUADO MORALEJO, I., La Agenda Local 21 como instrumento de desarrollo sostenible, Tesis doctoral, Bilbao, 2005.
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	Véase JIMÉNEZ HERRERO, L. (dir.), Retos para la Sostenibilidad: Camino a Río+20, Observatorio de la sostenibilidad 2012, pág. 28.
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	Con posterioridad se han aprobado cinco Programas más (1977-1981, 1982-1986, 1987-1992, 1992-1999 y 2001-2010). Los dos últimos Programas citados son los que han dado un giro a las políticas medioambientales de la Unión Europea, integrando la consecución del desarrollo sostenible como uno de sus objetivos claves. En la actualidad se está elaborando el Séptimo Programa (2012-2020). En la 3173.ª Reunión del Consejo de Medio Ambiente, celebrado en Luxemburgo el 11 de junio de 2012 se aprobaron las Conclusiones sobre el establecimiento del marco de la Unión Europea para un Séptimo Programa de Acción para el Medio Ambiente. En estas Conclusiones se hace referencia a que este próximo Programa considera como uno de sus objetivos fundamentales la transición a una economía verde. En relación con el tema de este trabajo, entre las cuestiones que presenta el Plan cabe destacar las relativas al papel de las comunidades urbanas y la política urbana para ofrecer mejoras para el medio ambiente, garantizar la coherencia de las políticas del medio ambiente mediante la articulación de una mejor integración, así como el desarrollo y perfeccionamiento de los indicadores destinados a la realización de evaluaciones.
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	Véase JIMÉNEZ HERRERO (dir.), Retos para la sostenibilidad: Camino a Río´20, Observatorio de la Sostenibilidad, 2012, pág. 36. En esta obra se insiste en que la relevancia de este informe consistió en señalar la interrelación entre desarrollo y medio ambiente y la importancia de dejarlos de ver como si fueran cuestiones separadas, así como de la necesidad de abordar los desafíos de forma conjunta entre países en desarrollo y países desarrollados.
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	AGUADO MORALEJO, I., La Agenda Local 21 como instrumento de desarrollo sostenible, Tesis doctoral, Bilbao, 2005, pág. 81. Esta autora precisa que, a pesar de su ambigüedad, el informe Brundtland ha orientado la elaboración de las Estrategias de desarrollo sostenible, que deben seguir las siguientes pautas: a) la conservación de los recursos naturales; b) la persecución de objetivos sociales que implica la satisfacción de las necesidades de la generación actual y de las generaciones futuras; c) la existencia de una solidaridad intra e intergeneracional, y d) la necesidad de poner límites al crecimiento.
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	La crisis del petróleo de los años 70 y los accidentes medioambientales de los 80 crearon un clima propicio para la afirmación del desarrollo sostenible.
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	Los Planes anteriores se refieren a los períodos 1973-1976, 1977-1981, 1982-1986, 1987-1992.
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Principio 1: Los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza.

Principio 2: De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho internacional, los Estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus propios recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad de velar por que las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas que estén fuera de los límites de la jurisdicción nacional.

Principio 3: El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras.

Principio 4: A fin de alcanzar el desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente deberá constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en forma aislada.

Principio 5: Todos los Estados y todas las personas deberán cooperar en la tarea esencial de erradicar la pobreza como requisito indispensable del desarrollo sostenible, a fin de reducir las disparidades en los niveles de vida y responder mejor a las necesidades de la mayoría de los pueblos del mundo.

Principio 6: Se deberá dar especial prioridad a la situación y las necesidades especiales de los países en desarrollo, en particular los países menos adelantados y los más vulnerables desde el punto de vista ambiental. En las medidas internacionales que se adopten con respecto al medio ambiente y al desarrollo también se deberían tener en cuenta los intereses y las necesidades de todos los países.

Principio 7: Los Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para conservar, proteger y restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la Tierra. En vista de que han contribuido en distinta medida a la degradación del medio ambiente mundial, los Estados tienen responsabilidades comunes pero diferenciadas. Los países desarrollados reconocen la responsabilidad que les cabe en la búsqueda internacional del desarrollo sostenible, en vista de las presiones que sus sociedades ejercen en el medio ambiente mundial y de las tecnologías y los recursos financieros de que disponen.

Principio 8: Para alcanzar el desarrollo sostenible y una mejor calidad de vida para todas las personas, los Estados deberían reducir y eliminar las modalidades de producción y consumo insostenibles y fomentar políticas demográficas apropiadas.

Principio 9: Los Estados deberían cooperar en el fortalecimiento de su propia capacidad de lograr el desarrollo sostenible, aumentando el saber científico mediante el intercambio de conocimientos científicos y tecnológicos, e intensificando el desarrollo, la adaptación, la difusión y la transferencia de tecnologías, entre éstas, tecnologías nuevas e innovadoras.

Principio 10: El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.

Principio 11: Los Estados deberán promulgar leyes eficaces sobre el medio ambiente. Las normas, los objetivos de ordenación y las prioridades ambientales deberían reflejar el contexto ambiental y de desarrollo al que se aplican. Las normas aplicadas por algunos países pueden resultar inadecuadas y representar un costo social y económico injustificado para otros países, en particular los países en desarrollo.

Principio 12: Los Estados deberían cooperar en la promoción de un sistema económico internacional favorable y abierto que llevara al crecimiento económico y el desarrollo sostenible de todos los países, a fin de abordar en mejor forma los problemas de la degradación ambiental. Las medidas de política comercial con fines ambientales no deberían constituir un medio de discriminación arbitraria o injustificable ni una restricción velada del comercio internacional. Se debería evitar tomar medidas unilaterales para solucionar los problemas ambientales que se producen fuera de la jurisdicción del país importador. Las medidas destinadas a tratar los problemas ambientales transfronterizos o mundiales deberían, en la medida de lo posible, basarse en un consenso internacional.

Principio 13: Los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabilidad y la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros daños ambientales. Los Estados deberán cooperar asimismo de manera expedita y más decidida en la elaboración de nuevas leyes internacionales sobre responsabilidad e indemnización por los efectos adversos de los daños ambientales causados por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en zonas situadas fuera de su jurisdicción.

Principio 14: Los Estados deberían cooperar efectivamente para desalentar o evitar la reubicación y la transferencia a otros Estados de cualesquiera actividades y sustancias que causen degradación ambiental grave o se consideren nocivas para la salud humana.

Principio 15: Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente.

Principio 16: Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que el que contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales.

Principio 17: Deberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental, en calidad de instrumento nacional, respecto de cualquier actividad propuesta que probablemente haya de producir un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que esté sujeta a la decisión de una autoridad nacional competente.

Principio 18: Los Estados deberán notificar inmediatamente a otros Estados de los desastres naturales u otras situaciones de emergencia que puedan producir efectos nocivos súbitos en el medio ambiente de esos Estados. La comunidad internacional deberá hacer todo lo posible por ayudar a los Estados que resulten afectados.

Principio 19: Los Estados deberán proporcionar la información pertinente, y notificar previamente y en forma oportuna, a los Estados que posiblemente resulten afectados por actividades que puedan tener considerables efectos ambientales transfronterizos adversos, y deberán celebrar consultas con esos Estados en una fecha temprana y de buena fe.

Principio 20: Las mujeres desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo. Es, por tanto, imprescindible contar con su plena participación para lograr el desarrollo sostenible.

Principio 21: Debería movilizarse la creatividad, los ideales y el valor de los jóvenes del mundo para forjar una alianza mundial orientada a lograr el desarrollo sostenible y asegurar un mejor futuro para todos.

Principio 22: Las poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras comunidades locales, desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible.

Principio 23: Deben protegerse el medio ambiente y los recursos naturales de los pueblos sometidos a opresión, dominación y ocupación.

Principio 24: La guerra es, por definición, enemiga del desarrollo sostenible. En consecuencia, los Estados deberán respetar las disposiciones de derecho internacional que protegen al medio ambiente en épocas de conflicto armado, y cooperar en su ulterior desarrollo, según sea necesario.

Principio 25: La paz, el desarrollo y la protección del medio ambiente son interdependientes e inseparables.

Principio 26: Los Estados deberán resolver pacíficamente todas sus controversias sobre el medio ambiente por medios que correspondan con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas.

Principio 27: Los Estados y las personas deberán cooperar de buena fe y con espíritu de solidaridad en la aplicación de los principios consagrados en esta Declaración y en el ulterior desarrollo del derecho internacional en la esfera del desarrollo sostenible.

Río de Janeiro, Brasil, 14 de junio de 1992.
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	«Antes de acabar el año 1996, la mayor parte de las autoridades locales de cada país tienen que haber realizado un proceso de consulta con los ciudadanos y haber conseguido un consenso sobre una Agenda 21 local para su comunidad ... Cada autoridad local tiene que establecer un diálogo con los ciudadanos, con las organizaciones ciudadanas y con las empresas privadas y tiene que adoptar una Agenda 21 Local». (CNUMAD, 1992, Agenda 21, Cap. 28).


	 Ver Texto 




	 (10) 

	El concepto de desarrollo sostenible se conforma a partir de la integración de factores sociales, económicos y ambientales, como se ha expuesto al explicar su primera formulación en el Informe Brundtland.
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	«Como muchos de los problemas y de las soluciones de que se ocupa la Agenda 21 se relacionan con las actividades locales, la participación y cooperación de las autoridades locales constituirán un factor determinante para el logro de los objetivos de la Agenda. Las autoridades locales se ocupan de la creación, el funcionamiento y el mantenimiento de la infraestructura económica, social y ecológica, supervisan los procesos de planificación, establecen las políticas y reglamentaciones ecológicas locales y contribuyen a la ejecución de las políticas ambientales en los planos nacional y subnacional. En su carácter de autoridad más cercana al pueblo, desempeñan una función importantísima en la educación y movilización de la ciudadanía en pro del desarrollo sostenible» (CNUMAD, 1992, Agenda 21, capítulo 28).
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	«Nos comprometemos al establecimiento y desarrollo de redes regionales para la promoción del desarrollo sostenible».
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Los principios de la Carta de Aalborg son los siguientes:

1. Impulsar la democracia participativa en los procesos de toma de decisiones locales.

2. Cooperar eficazmente con los municipios vecinos y el resto de las administraciones públicas.

3. Garantizar que la sostenibilidad sea un eje vertebrador de las decisiones urbanas y la asignación de recursos.

4. Reducir el consumo de energí­a primaria, fomentar el de las energías renovables y mejorar la eficiencia energética.

5. Mejorar la calidad del agua y su uso más eficiente.

6. Promover la biodiversidad y cuidar y extender las áreas protegidas y las zonas verdes.

7. Mejorar la calidad del suelo y promover la agricultura y la silvicultura ecológicas.

8. Mejorar la calidad del aire.

9. Reducir el sobreconsumo, incrementar el reciclaje y fomentar los productos ecoetiquetados y de comercio justo.

10. Regenerar las áreas degradadas y evitar desarrollos urbanos desestructurados.

11. Conservar, renovar y poner en valor el patrimonio cultural urbano.

12. Promover la bioarquitectura.

13. Promover el uso del transporte público y facilitar alternativas de movilidad.

14. Promover planes de desarrollo de ciudades saludables.

15. Reducir las desigualdades y la marginalidad.

16. Fomentar el espíritu emprendedor, las buenas prácticas corporativas y la sostenibilidad en los negocios privados.

17. Procurar viviendas y condiciones de vida de calidad y socialmente integradas.

18. Promover un turismo local sostenible.

19. Desarrollar programas que prevengan y alivien la pobreza.

20. Activar la conciencia sobre las causas y consecuencias del cambio climático.

21. Fortalecer la cooperación internacional entre pueblos y ciudades.
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LOS COMPROMISOS DE AALBORG

1. FORMAS DE GOBIERNO

Nos hemos comprometido a impulsar nuestros procedimientos de toma de decisiones a través de una mayor democracia participativa.

Por lo tanto trabajaremos para:

1. Desarrollar una visión común a largo plazo de una ciudad o pueblo sostenible.

2. Aumentar la participación y la capacidad de desarrollo sostenible en las comunidades locales y las administraciones municipales.

3. Invitar a todos los sectores locales a la participación activa.

4. Hacer que nuestras decisiones sean abiertas, responsables y transparentes.

5. Cooperar con eficacia, y en acuerdo con otras ciudades y otros niveles de gobierno.

2. GESTIÓN MUNICIPAL HACIA LA SOSTENIBILIDAD

Nos hemos comprometido a elaborar programas eficaces de gestión, desde el diseño a la evaluación, pasando por la implementación.

Por lo tanto trabajaremos para:

1. Consolidar la Agenda Local 21, así como otros procesos de sostenibilidad local y enraizarlos en la gestión municipal.

2. Posibilitar una gestión integrada hacia la Sostenibilidad, basada en los principios preventivos y en línea con la Estrategia Temática Urbana de la UE.

3. Fijar objetivos y determinar plazos en el marco de los Compromisos de Aalborg y crear instrumentos de monitorización que faciliten su seguimiento.

4. Asegurar que los temas de sostenibilidad son parte central de los procesos de toma de decisión municipal y que la asignación de recursos está basada en criterios sólidos y amplios de sostenibilidad.

5. Cooperar con la Campaña Europea de Ciudades Sostenibles y sus redes para que supervise y evalúe nuestro progreso hacia la consecución de nuestros objetivos de sostenibilidad.

3. BIENES NATURALES COMUNES

Nos hemos comprometido a asumir completamente nuestra responsabilidad para proteger, preservar y garantizar un acceso equitativo a los bienes naturales comunes.

Por lo tanto vamos a trabajar en nuestra comunidad para:

1. Reducir el consumo de energía primaria y aumentar el porcentaje de energías limpias y renovables.

2. Mejorar la calidad del agua, ahorrar agua y hacer un uso más eficiente de la misma.

3. Promover y aumentar la biodiversidad y aumentar y cuidar los espacios verdes y las áreas naturales.

4. Mejorar la calidad del suelo, preservar la tierra de producción ecológica y promover la agricultura y la silvicultura sostenible.

5. Mejorar la calidad del aire.

4. CONSUMO Y FORMAS DE VIDA RESPONSABLES

Nos hemos comprometido firmemente a adoptar y facilitar un uso prudente y eficiente de los recursos y a fomentar el consumo y la producción sostenibles.

Por lo tanto vamos a trabajar para:

1. Evitar y reducir los residuos y aumentar el reciclaje y la reutilización.

2. Gestionar y tratar los residuos de acuerdo a los estándares de buenas prácticas.

3. Eliminar el consumo innecesario de energía y mejorar la eficiencia en el destino final de la misma.

4. Asumir la compra sostenible.

5. Promover activamente el consumo y la producción sostenible, especialmente los productos con etiqueta ecológica, orgánicos y de comercio ético y justo.
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5. PLANIFICACIÓN Y DISEÑO URBANÍSTICO

Nos hemos comprometido a asumir un papel estratégico en el diseño y planificación urbana y a enfocar los temas ambientales, sociales, económicos, de salud y culturales hacia el beneficio común.

Por lo tanto vamos a trabajar para:

1. Regenerar y reutilizar las zonas degradadas y abandonadas.

2. Evitar el crecimiento urbano desmesurado, logrando densidades urbanas apropiadas y priorizando el desarrollo urbano en zonas ocupadas frente a zonas verdes.

3. Asegurar un urbanismo de usos del suelo mixtos, con un balance equilibrado entre la actividad laboral, residencial y de servicios, dando prioridad a un uso residencial en el núcleo urbano.

4. Asegurar una conservación, renovación y reutilización apropiada de nuestra herencia cultural urbana.

5. Aplicar requerimientos para un diseño y construcción sostenibles y promover la arquitectura de alta calidad favoreciendo las nuevas tecnologías de construcción.

6. MEJOR MOVILIDAD Y REDUCCIÓN DEL TRÁFICO

Reconocemos la interdependencia del transporte, la salud y el medio ambiente y estamos comprometidos a promover firmemente los modelos de movilidad sostenibles.

Por lo tanto vamos a trabajar para:

1. Reducir la dependencia del transporte privado motorizado y promover alternativas atractivas que sean accesibles para todos.

2. Aumentar el porcentaje de desplazamientos en transporte público, peatonal y en bicicleta.

3. Promover el cambio a vehículos con bajas emisiones.

4. Desarrollar planes integrados de movilidad urbana sostenible.

5. Reducir el impacto del transporte en el medio ambiente y en la salud pública.

7. ACCIÓN LOCAL PARA LA SALUD

Nos hemos comprometido a promover y proteger la salud y el bienestar de nuestra ciudadanía.

Por lo tanto vamos a trabajar para:

1. Aumentar la conciencia pública y realizar actuaciones sobre un amplio conjunto de determinantes para la salud, la mayoría no relacionada directamente con el sector sanitario.

2. Promover el desarrollo de planes de salud municipales que proporcionen a nuestras ciudades los medios para construir y mantener alianzas estratégicas para el bienestar.

3. Reducir desigualdades sanitarias y ocuparnos de la pobreza, lo que requiere estudios regulares del progreso realizado en la reducción de estas desigualdades.

4. Promover la evaluación de los impactos en la salud, como una vía para que todos los sectores trabajen en una mejora en la salud y la calidad de vida.

5. Movilizar a los agentes de planificación urbana para que incorporen consideraciones hacia la salud pública en sus estrategias e iniciativas de planificación.

8. ECONOMÍA LOCAL VIVA Y SOSTENIBLE

Nos hemos comprometido a crear y asegurar una economía local viva que promueva el empleo sin dañar el medio ambiente.

Por lo tanto vamos a trabajar para:

1. Adoptar medidas que estimulen y apoyen el empleo local y la creación de empresas.

2. Cooperar con las empresas locales para promover e implantar buenas prácticas corporativas.

3. Desarrollar e implantar principios de sostenibilidad en la localización de las empresas.

4. Incentivar a los mercados hacia los productos locales y regionales de alta calidad.

5. Promover el turismo local sostenible.
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9. IGUALDAD Y JUSTICIA SOCIAL

Nos hemos comprometido a asegurar comunidades integradoras y solidarias.

Por lo tanto vamos a trabajar para:

1. Desarrollar e implementar medidas para prevenir y paliar la pobreza.

2. Asegurar un acceso equitativo a los servicios públicos, educación, empleo, formación e información, así como a las actividades culturales.

3. Promover la inclusión social y la igualdad entre hombres y mujeres.

4. Mejorar la seguridad ciudadana.

5. Asegurar condiciones de vida y alojamiento de buena calidad y socialmente integradas.

10. DE LO LOCAL A LO GLOBAL

Nos hemos comprometido a asumir nuestra responsabilidad global para la paz, la justicia, la igualdad, el desarrollo sostenible y la protección del clima.

Por lo tanto vamos a trabajar para:

1. Desarrollar y seguir un enfoque estratégico e integrado para mitigar el cambio climático, y trabajar para conseguir un nivel sostenible de emisión de gases invernadero.

2. Integrar la política de protección medioambiental en el núcleo de nuestras políticas en el área de la energía, el transporte, el consumo, los residuos, la agricultura y la silvicultura.

3. Aumentar la concienciación sobre las causas y los impactos probables del cambio climático, e integrar acciones preventivas en nuestras políticas sobre el cambio climático.

4. Reducir nuestro impacto en el medio ambiente global, y promover el principio de justicia ambiental.

5. Fomentar la cooperación internacional de pueblos y ciudades y desarrollar respuestas locales a problemas globales, en asociación con gobiernos locales, comunidades y partes interesadas.
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